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			A los más jóvenes, con el deseo
de que puedan alcanzar una vida mejor
que la que tienen sus padres.

			En memoria de José Adelantado Gimeno y de Luis Moreno Fernández,
autores en las ediciones anteriores de este libro,
en agradecimiento por su legado, por lo que nos enseñaron.
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			Profesor de la Universitat de Barcelona, donde enseña materias relacionadas con la política social. Colabora en enseñanzas de posgrado en las universidades Pública de Navarra, de Granada y Pompeu Fabra. Ha investigado, en el marco del grupo Alter (anteriormente Grupo de investigación sobre exclusión social), en los ámbitos de la inmigración, la pobreza y la exclusión social, las políticas de integración y en especial las rentas mínimas y la evaluación de servicios sociales. En la actualidad centra su trabajo de investigación en las transformaciones institucionales de los servicios sociales. Es coautor, entre otros, de libros como El salario social sudado (1989), La caña y el pez (1995), Servicios sociales y cohesión social (2011), así como de diversos artículos y capítulos de libros.

			— MIQUEL ÀNGEL ALEGRE CANOSA

			Doctor en Sociología por la Universidad Autónoma de Barcelona. Ha trabajado como analista en el Instituto Catalán de Evaluación de Políticas Públicas (Ivàlua), coordinando evaluaciones políticas y programas educativos, sociales y laborales. Con anterioridad, fue investigador Ramón y Cajal y director de Grupo de Investigación en Educación y Equidad del Instituto de Gobierno y Políticas Públicas (IGOP), donde dirigió y participó en proyectos de investigación sobre políticas y desigualdades educativas. Actualmente es jefe de proyectos de la Fundación Bofill, responsable de iniciativas de análisis, reflexión y movilización de una agenda de políticas educativas a favor de la equidad. Ha publicado en revistas de impacto como la British Journal of Sociology of Education, Educational Research, British Educational Research Journal, Educational Policy, European Journal of Educational Research o la Revista de Educación. Entre sus monografías destacan: Educación e inmigración. Nuevos retos para España en una perspectiva comparada (con J. Subirats); Políticas de elección y asignación de colegio: ¿qué efectos tienen sobre la segregación escolar?; ¿Mejoran los programas conductuales las actitudes y los resultados de los alumnos?; La fórmula de la equidad. Una financiación más justa de los centros educativos (con Marcel Pagès); Las políticas familiares: instrumentos, impactos y retos de evaluación.

			— CÉSAR COLINO

			Profesor Titular de Ciencia Política y de la Administración en la UNED. Previamente fue profesor en la Universidad de Salamanca y en la Universidad Autónoma de Madrid y profesor invitado en la Universidad Técnica de Darmstadt. Ha sido Investigador Contratado en el Instituto de Investigación para la Administración Pública, en Speyer (Alemania, 1997-2000) e investigador invitado en el Instituto Max-Planck para el Estudio de la Sociedad en Colonia (1996-1997), así como en las universidades de Burdeos, Kent, Ottawa y Oxford. Gran parte de su docencia, investigación y publicaciones, aparecidas en editoriales y revistas científicas de siete países, ha girado en torno a las políticas y las administraciones públicas comparadas, el estudio de los sistemas federales, la europeización de los sistemas nacionales y las políticas medioambientales, sociales y territoriales.

			— GIBRÁN CRUZ-MARTÍNEZ

			Profesor del Departamento de Ciencias Políticas y de la Administración y coordinador del Máster en Análisis Político en la Universidad Complutense de Madrid. Su investigación se centra en la política social comparada, los regímenes de bienestar, y los determinantes del desarrollo del Estado de Bienestar en América Latina, El Caribe y España. Anteriormente estuvo afiliado al Instituto de Políticas y Bienes Públicos (CSIC), Universidad de Agder (Noruega) y University College London (Reino Unido). Autor de varios artículos revisados por pares en revistas como Social Indicators Research, Health Policy, Global Social Policy, Social Policy and Society, Bulletin of Latin American Research, entre otras. Su tercer y último libro está publicado en acceso abierto en el INAP y se titula Movilidad de pacientes en el Sistema Nacional de Salud: equilibrios políticos, institucionales y financieros. Es coeditor de la revista Alternautas y miembro del Consejo Asesor Editorial Internacional de Social Policy & Society.

			— JOSÉ MANUEL DÍAZ PULIDO

			Licenciado en Derecho por la UCM y Máster en Economía Aplicada y Análisis de Datos por la Universidad de Essex (Reino Unido). Ha sido investigador visitante en la Universidad de Harvard y en el Institute for Social and Economic Research, director financiero y jurídico de Universidad.es [Ministerio de Educación, Cultura y Deporte (2011-2014)], director de la división técnica de la Agencia Estatal de Evaluación de Políticas Públicas y Calidad de los Servicios (2009-2011), investigador externo del Observatorio de Empleo del Ayuntamiento de Madrid (2004-2009). Ha publicado más de 20 artículos en revistas científicas y capítulos de libros sobre calidad de los servicios, evaluación de políticas públicas y análisis económico, participando en numerosos grupos de expertos nacionales e internacionales sobre estas materias.

			— ELOÍSA DEL PINO

			Científica Titular del Instituto de Bienes y Políticas Públicas del Consejo Superior de Investigaciones Científicas (IPP-CSIC). Doctora en C. Política (UCM) y licenciada en C. Política (UCM) y en Derecho (UNED). Ha sido investigadora visitante en varias universidades, entre ellas la Universidad de Oxford (2016-2017), el Institut d’ Etudes Politiques de Burdeaux, la School of Social Policy, University of Kent, la School of Political Studies, y la Universidad de Ottawa. Gran parte de su investigación versa sobre las condiciones políticas y económicas para la reforma de las políticas sociales en Europa y América Latina como se refleja en uno de sus últimos libros [Satiro, N., Del Pino, E. y Midaglia, C. (2021): Latin American Social Policy Developments in the Twenty-First Century. Palgrave. USA]. Además, es autora de capítulos o artículos aparecidos en prensas como Oxford University Press, Routledge, Edward Elgar o Rowman & Littlefield y revistas como Public Administration Review, Journal of Social Policy, International Review of Administrative Sciences, Publius: The Journal of Federalism, Science and Public Policy o Reforma y Democracia.

			— RICARD GOMÀ

			Doctor en Ciencia Política y de la Administración (Universitat Autònoma de Barcelona, UAB, 1992). Máster en Estudios Regionales, Urbanos y Metropolitanos (UAB, 1990). Máster en Políticas Públicas (University of Strathclyde, Glasgow, Escocia, 1989). Profesor Titular de Ciencia Política (UAB). Director del Institut Metròpoli. Investigador del IGOP/UAB. Ha sido profesor visitante en las universidades de Warwick y Bath (Reino Unido). Ha impartido docencia en programas de doctorado y postgrado en diversas universidades europeas y latinoamericanas, entre las principales (Warwick, Bath; Turín; Ciudad de México; Buenos Aires; Quito; Santiago; Belo Horizonte). Desarrolla investigación en: gobierno local y metropolitano; políticas públicas (estados de bienestar y políticas urbanas); innovación democrática y acción colectiva. Recientemente ha publicado:

			• Nel·lo, O., Blanco, I. y Gomà, R. (coord.) (2023): Città e reti solidali. Napoli, Clean edizioni.

			• Nel·lo, O., Blanco, I. y Gomà, R. (coord.) (2022): El apoyo mutuo en tiempos de crisis. Buenos Aires, CLACSO.

			• Blanco, I. y Gomà, R. (coord.) (2022): Vidas segregadas. Reconstruir fraternidad. Tirant, València.

			• Gomà, R. y Ubasart, G. (coord.) (2021): Vidas en transición. (Re)construir ciudadanía social. Tecnos, Madrid.

			— SERGIO GONZÁLEZ BEGEGA

			Profesor Titular del Departamento de Sociología de la Universidad de Oviedo, donde coordina el Programa de Máster en Historia y Análisis Sociocultural. Forma parte del grupo de investigación PROMEBI (Uniovi) y de las redes WP-E y GoodCorp (ETUI). Ha sido investigador visitante en la MBS (Universidad de Manchester), ETUI (Bruselas), CSU-CNRS (París), IPP-CSIC y UCM (Madrid). Entre sus líneas de investigación destacan las relaciones laborales y la política social comparada. Más reciente, ha iniciado una línea de trabajo sobre Sociología Urbana. Entre sus publicaciones se cuentan artículos en revistas como Employee Relations, Economic and Industrial Democracy, Social Policy and Administration, Social Movement Studies, Transfer, REIS y RIS. También es autor de capítulos de libros editados por Oxford University Press, Edward Elgar, Routledge, McGraw-Hill y Peter Lang, entre otros.

			— ANA M. GUILLÉN

			Catedrática de Sociología y directora del grupo de investigación PROMEBI (Promoviendo el Empleo y el Bienestar en Europa) en la Universidad de Oviedo. Ha publicado numerosos estudios sobre política social comparada, desarrollo de los estados del bienestar y procesos de europeización e integración europea. Ha sido coordinadora de la Red de Excelencia de la Comisión Europea RECWOWE (2006-2011) y ha ocupado cargos de responsabilidad en el Comité de Investigación 19 de la Asociación Internacional de Sociología, y los Comités de Dirección de la European Social Policy Analysis Network, ESPAnet, y de la Red Española de Política Social, REPS. Ha realizado múltiples informes de experto para la Comisión Europea y para la Organización Internacional del Trabajo. Además, es miembro de la Asamblea General del Observatorio Social Europeo (OSE, Bruselas).

			— JORGE HERNÁNDEZ-MORENO

			Investigador en el Instituto de Políticas y Bienes Públicos (IPP-CSIC). Graduado en Relaciones Internacionales (UCM) y Máster en Gobierno, Administración y Políticas Públicas (IUIOM-UIMP). Ha sido beneficiario de un contrato de Formación del Profesorado Universitario (FPU), investigador en formación en el Centro de Investigaciones Sociológicas (CIS) e investigador visitante en el Departamento de Ciencias Sociales y Políticas de la Universitá degli studi di Milano. Forma parte del Grupo de Investigación Constitución, Integración, Poder y Territorio (UNED) y es miembro de la red internacional Intergovernmental Coordination from Local to European Governance Action (COST Action CA20123). Desde 2021 es Secretario Académico y de Redacción de la Revista Gestión y Análisis de Políticas Públicas (GAPP). Su investigación se centra en la gobernanza territorial de los Estados del Bienestar y las políticas sociales, el federalismo comparado y la reforma del Estado autonómico.

			— MARIO KÖLLING

			Profesor contratado doctor en el departamento de Ciencia Política de la UNED e investigador de la Fundación Manuel Giménez Abad. Desde 2011 hasta 2014 fue investigador García Pelayo del Centro de Estudios Políticos y Constitucionales en Madrid. Asimismo, ha sido investigador visitante en el Centro de Integración Europea del Instituto Otto-Suhr de Ciencias Políticas en Berlín, del University Collage de Dublín, el Instituto de Estudios Europeos de la Universidad Libre de Bruselas y el Instituto Universitario Europeo de Florencia. Además, participa en varios proyectos de investigación. Desde 2022 es Working package leader del Proyecto LEGITIMULT, financiado por el programa Horizon Europe de la Comisión Europea. Desde 2021 es investigador principal, junto con Cesar Colino, del proyecto: Reformas institucionales en sistemas multinivel: Paradigmas, limitaciones, procesos y resultados (PID2020-116659GB-I00). Participa como experto internacional en proyectos para la Fundación Bertelsmann, y el Foro de las Federaciones y es coordinador de seminarios y conferencias para diferentes fundaciones políticas europeas, p.e. la Fundación Konrad Adenauer, Fundación Friedrich Ebert.

			— MARGARITA LEÓN

			Profesora en Ciencia Política de la Universidad Autónoma de Barcelona. Del 2010 al 2015 fue investigadora «Ramón y Cajal» en el Instituto de Gobierno y Políticas Públicas (IGOP) de dicha universidad. Ha sido profesora de política pública comparada en la Universidad de Kent (2004-2010) e investigadora Marie Curie en el Instituto Universitario Europeo de Florencia (2000-2003). Es doctora en políticas públicas por la London School of Economics y cuenta con un Máster en investigación sociológica de la Universidad de Essex. En 2018 fue fulbright visiting scholar en la Universidad de Berkeley, California. Sus áreas principales de investigación son política pública comparada y la reforma de los Estados del Bienestar. Es co-presidenta de la Red Española de Política Social (REPS). Coordina el Grupo de Investigación (SGR) Análisis de Gestión y Políticas Públicas (AGAPP) en el IGOP (UAB). Ha sido galardonada con el premio ICREA ACADÈMIA en la edición 2018 (https://www.icrea.cat/es/icrea-academia). Es directora académica del Consorcio Universidad Menéndez Pelayo, Centro Ernest Lluc (CUIMPb). Ha escrito artículos de opinión para El País y Agenda Pública y colaborado con numerosos medios de comunicación y organismos gubernamentales y no gubernamentales.

			— FRANCISCO JAVIER LOSCOS FERNÁNDEZ

			Profesor del Departamento de Economía Aplicada, Pública y Política y del Instituto Complutense de Estudios Jurídicos Críticos, en la Universidad Complutense de Madrid, Licenciado en Derecho por la Universidad Pontificia «Comillas» de Madrid, Licenciado en CC. Económicas por la UNED y Doctor en Derecho por la Universidad Complutense de Madrid (Departamento de Economía Aplicada IV). Ha sido profesor en la Universidad de Salamanca, investigador en el Instituto de Estudios Fiscales (Ministerio de Economía y Hacienda-España) y colaborador del Departamento de Gobierno, Administración y Políticas Públicas del Instituto Universitario de Investigación «Ortega y Gasset».

			— DAVID LUQUE BALBONA

			Profesor Titular del Departamento de Sociología de la Universidad de Oviedo, forma parte del grupo de investigación Promoviendo el Empleo y el Bienestar en Europa (PROMEBI). Es miembro del equipo de directivo del Comité de investigación de Sociología del Trabajo de la Federación Española de Sociología y del Equipo editorial de la Revista Española de Sociología. Sus principales líneas de investigación versan sobre las interacciones entre el empleo y el bienestar social. Actualmente, es el Investigador Principal del proyecto Prolongación de la vida laboral: estrategias, ajustes y efectos (PID2020-112585RA-I00) del Programa Estatal de I+D+i Orientada a los Retos de la Sociedad.

			— VICENTE MARBÁN GALLEGO

			Profesor titular por la Universidad de Alcalá. Coordinador del grupo de investigación Joaquín Costa-UAH y miembro del Consejo asesor científico de distintas revistas de investigación sociológica y económica. Ha participado en diversas investigaciones europeas y nacionales del Plan nacional de I+D+i. Es autor y coautor de diversos artículos y libros sobre reformas en el Estado de Bienestar, dependencia y Tercer Sector. Actualmente es miembro de la European Social Policy Network (ESPN), encargada de la elaboración de informes independientes para la Comisión Europea sobre análisis de las políticas sociales en España.

			— MARGA MARÍ-KLOSE

			Profesora en el departamento de Sociología de la Universitat de Barcelona e Investigadora del grupo Applied Research and Knowledge for Society (ARKS). Doctora en Sociología por la Universidad de Barcelona y MSc en Social Policy Research por la London School of Economics. Sus ámbitos de interés e investigación giran en torno a las desigualdades, la pobreza, la sociología de la familia y la infancia. Ha publicado diversos libros y capítulos de libros a destacar: «Period poverty and mental health in a reperesentative sample of young women in Barcelna, Spain» (BMC Women’s Health, 2023). «Economic crisis, young adults and health in Spain», en Health and Illness in the Neoliberal Era in Europe (Emerald, 2020); Infancia y futuro: Nuevas realidades, nuevos retos (La Caixa, 2010). Ha sido investigadora postdoctoral del Programa Juan de la Cierva en el Instituto de Infancia y Mundo Urbano (CIIMU) donde ha coordinado y es coautora de los Informes de la Inclusión Social en España (2008 y 2009).

			— PAU MARÍ-KLOSE

			Profesor de Sociología en la Universidad de Zaragoza. Doctor en Sociología en la Universidad Autónoma de Madrid, Máster en la University of Chicago y en el Centro de Estudios Avanzados en Ciencias Sociales del Instituto Juan March. Ha sido director de los Informes de la Inclusión Social en España de Caixa Catalunya en 2008 y 2009. Entre septiembre de 2018 y marzo de 2019 fue alto comisionado para la lucha contra la pobreza infantil del Gobierno de España. Entre 2020 y 2021 fue ponente del Ingreso Mínimo Vital en el Congreso de los Diputados. Autor o coautor de catorce libros y casi un centenar de artículos académicos y capítulos en obras colectivas sobre cuestiones de desigualdad, pobreza infantil, educación y política social. Entre sus trabajos destaca La infancia que queremos (Catarata, 2019); The Mediterranean Welfare Regime and the Economic Crisis (Routledge, 2014), Edad del Cambio: Jóvenes en los Circuitos de la Solidaridad intergeneracional (CIS, 2006), Infancia y Futuro (La Caixa, 2010), «Prioridades poco prioritarias: Jóvenes en la agenda gubernamental en España (1982-1996)» (REIS 2012), «Youth, family change and welfare arrangements: Is the South still so different?» (European Societies, 2013).

			— LUIS MORENO †

			Doctor en Ciencias Sociales y Honorary Fellow por la Universidad de Edimburgo. Profesor de Investigación en el Instituto de Políticas y Bienes Públicos (CSIC, Consejo Superior de Investigaciones Científicas), coordinó el Grupo de Investigación sobre Política Social y Estado del Bienestar (POSEB). Fue profesor invitado de cursos de postgrado en el Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, UIMP, Instituto Universitario Ortega Gasset-UIMP, Universidad Autónoma de Madrid y Goberna-América Latina. Desarrolló su actividad investigadora y docente en diversas universidades e instituciones europeas y norteamericanas (Colorado Bouder-CU, Denver-DU, Edinburgh University, European University Institute, IRPPS-CNR, Università Roma-La Sapienza). Sus últimos libros publicados son, entre otros: La Europa asocial. Crisis y Estado del Bienestar y Europa sin Estados. Unión política en el (des)orden global.

			— FRANCISCO JAVIER MORENO FUENTES

			Doctor en Ciencia Política por la Universidad Autónoma de Madrid y el Instituto Juan March, es Científico Titular en el Instituto de Políticas y Bienes Públicos del Consejo Superior de Investigaciones Científicas (CSIC). Ha sido profesor en las Universidades de Barcelona y Montpellier, así como investigador visitante en la London School of Economics, Harvard University, New York University y el Institut d’Études Politiques de Paris. Sus áreas de interés giran en torno al análisis de políticas públicas en perspectiva comparada en el estudio de los regímenes de bienestar, la inmigración y las políticas urbanas. Ha publicado diversos libros (entre ellos su tesis doctoral en el Consejo Económico y Social), diversos capítulos en libros colectivos, así como artículos en revistas nacionales (Revista Española de Investigaciones Sociológicas, Política y Sociedad, Documentación Social, Revista Española del Tercer Sector) e internacionales (International Migration Review, Global Networks, International Journal of Urban and Regional Research y Politics & Society).

			— JUAN ANTONIO RAMOS

			Profesor titular de universidad (interino) en la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas de la Universidad Rey Juan Carlos (URJC). Licenciado en C.C. Políticas y Sociología por la Universidad Complutense de Madrid (UCM) y Doctor por la URJC. Ha sido profesor asociado en la UCM y profesor-investigador del Departamento de Gobierno y Administración Pública del Instituto Universitario Ortega y Gasset. Ha participado como investigador o consultor en una veintena de proyectos y ha publicado más de treinta trabajos, la mayoría de ellos sobre relaciones intergubernamentales y políticas de bienestar, temas que constituyen sus áreas de especialización.

			— GREGORIO RODRÍGUEZ CABRERO

			Profesor de sociología de la Universidad de Alcalá. Ha sido copresidente de la red Española de Política Social (REPS). Sus investigaciones y publicaciones se centran en el desarrollo y crisis del Estado de Bienestar y de las políticas sociales sobre dependencia, discapacidad, exclusión social y Tercer Sector. Participa en redes europeas de política social como la European network of independent expert on social exclusion (2008-2014) y la coordinación para España de la European Social Policy Anaysis Network (ESPAN) para el análisis de las políticas sociales en España.

			— M.ª JOSEFA RUBIO LARA

			Profesora Titular de Universidad en el Departamento de Ciencia Política y de la Administración de la Universidad Nacional de Educación a Distancia. Licenciada en Ciencias Políticas por la Universidad Complutense de Madrid y Doctora en Ciencias Políticas por la UNED. Su actividad docente y publicaciones se han centrado en las políticas públicas y las instituciones políticas. Es autora de diferentes trabajos sobre el Estado de Bienestar, entre ellos, La formación del Estado Social (Ministerio de Trabajo, Madrid, 1991).

			— JESÚS RUIZ-HUERTA CARBONELL

			Doctor por la Universidad Complutense, actualmente es catedrático emérito de Economía Aplicada (Hacienda Pública) en la Universidad Rey Juan Carlos de Madrid. Ha sido profesor en las Universidades Complutense y Salamanca. Durante el período 2000-2004, fue director del Departamento de Gobierno y Administración Pública del Instituto Universitario Ortega y Gasset, y entre 2004 y 2008, fue director del Instituto de Estudios Fiscales. Durante el curso académico 2012-2013, trabajó en el Instituto CIRANO (Centre interuniversitaire de Recherche en Analyse des Organisations), en la ciudad de Montreal (Canadá), del que fue nombrado Associated Fellow. En 2021 fue nombrado presidente del Comité de Personas Expertas para la elaboración del Libro Blanco para la Reforma Tributaria, que se entregó al Ministerio de Hacienda en marzo de 2022. Sus campos de especialización son el análisis de los efectos económicos de la actuación del sector público, incluyendo el estudio de las políticas públicas, las cuestiones de distribución y redistribución de la renta y la perspectiva descentralizada de la actividad del Estado.

			— OLGA SALIDO

			Doctora en Ciencias Políticas y Sociología por la Universidad Complutense de Madrid y Profesora Titular de Sociología en el Departamento de Sociología Aplicada de esta misma universidad. Ha impartido docencia de grado y especializada en diversas universidades españolas en las áreas de estratificación social, movilidad y desigualdad, indicadores sociales, políticas públicas e igualdad de género. Ha sido investigadora visitante en las universidades de Berkeley, Harvard y Stanford y más recientemente, en Eurofound y en el Geary Institute for Public Policy (University College Dublin) y sus intereses de investigación se centran en el estudio de la desigualdad de oportunidades y la movilidad social desde una perspectiva de género, el análisis comparativo de la familia y las políticas de igualdad de género. Actualmente codirige un proyecto de investigación para estudiar el sesgo de género en la educación superior y la política científica, financiado por la Agencia Estatal de Investigación. También es coordinadora de uno de los paquetes de trabajo de un proyecto Horizon Europa (INCASI2), orientado a crear una nueva medida de desigualdades socioeconómicas para la comparación internacional (2022-2026). Sus trabajos se han publicado en revistas como European Journal of Industrial Relations, European Review, Journal of Contemporary European Studies, Revista Internacional de Sociología y Revista Española de Sociología. Sus publicaciones más recientes incluyen dos volúmenes coeditados, Sociología en tiempos de pandemia (FES-Marcial Pons, 2021) y Perspectivas y fronteras en el estudio de la desigualdad social (CIS, 2020).

			— MANUEL SÁNCHEZ DE DIOS

			Catedrático de la Facultad de Ciencias Políticas y Sociología de la UCM. Ha sido miembro del Comité Ejecutivo de la European Consortium for Political Research (ECPR) entre 2009 y 2015, director de las Joint Sessions of Woprkshops del ECPR y presidente del jurado del Wildenmann Prize del ECPR entre 2012 y 2015. Actualmente es el Coordinador del Programa de Doctorado de Ciencias Políticas y de la Administración y Relaciones Internacionales de la UCM. Ha sido Profesor visitante en la Universidad de Buffalo (SUNY-BUFFALO), Visiting Researcher en la Universidad de Santa Bárbara (UCSB), Honorous Researcher en la Universidad de Aberdeen y Profesor visitante en la Universidad Autónoma de Zacatecas. Sus campos de investigación son el estudio comparado del Estado de Bienestar y del parlamentarismo. En 2012 publicó Política comparada, Síntesis, Madrid. Web personal: https://www.ucm.es/manuelsanchezdedios

			— JOAN SUBIRATS HUMET

			Doctor en Ciencias Económicas (Universidad de Barcelona). Catedrático de Ciencia Política e investigador del Instituto de Gobierno y Políticas Públicas de la Universidad Autónoma de Barcelona. Ha sido profesor visitante en diversas universidades europeas y americanas. Se ha especializado en temas de gobernanza, gestión pública y en el análisis de políticas públicas y exclusión social, así como en problemas de innovación democrática, sociedad civil y gobierno multinivel, temas sobre los que ha dirigido un gran número de proyectos de investigación y sobre los que ha publicado numerosísimos libros y artículos. En 2017 fue nombrado responsable de política cultural y científica del Ayuntamiento de Barcelona, institución en la que ejerció como Concejal de Cultura, Educación Ciencia y Comunidad desde 2019 hasta 2021. En diciembre del 2021 fue nombrado Ministro de Universidades del gobierno de España. Colabora en El País y en otros medios de comunicación.

			— LUIS VARGAS-FAULBAUM

			Sociólogo de la Universidad de Chile, con una Maestría en Políticas Públicas de King’s College London y Doctor en Desarrollo Internacional de la Universidad de Oxford. Tiene más de 10 años de experiencia como investigador y consultor en protección social en regiones emergentes, con particular foco en América Latina y actualmente es Director Ejecutivo de un think tank en Chile. Luis ha desarrollado publicaciones y artículos de análisis de políticas de transferencias monetarias, pensiones, protección social responsiva en desastres y promoción de un enfoque de derechos en políticas sociales, entre otras temáticas. También se ha desempeñado como contraparte de asesorías técnicas para gobiernos de la región en materias de protección social. Su trabajo ha sido publicado sus trabajos en distintas revistas académicas y capítulos de libros con revisión de pares.
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			CAPÍTULO I

			
CÓMO SE ESTÁN TRANSFORMANDO LOS SISTEMAS DE PROTECCIÓN SOCIAL PARA RESPONDER A LAS CRISIS GLOBALES DEL SIGLO XXI

			ELOÍSA DEL PINO

			M.ª JOSEFA RUBIO LARA

			
I. LOS ESTADOS DE BIENESTAR Y LOS CONVULSOS CAMBIOS DEL PRIMER TERCIO DEL SIGLO XXI

			Existen al menos cuatro razones por las que interesarse acerca de cómo y por qué se han transformado los Estados de Bienestar y las políticas sociales en las últimas décadas. La primera es que el Estado de Bienestar es uno de los logros más significativos de los Estados modernos. La evidencia ha mostrado su utilidad para combatir distintas situaciones de riesgo social, como trataba de hacer un diminuto funcionario que se enfrentaba a los gigantes descritos en el Informe de William Beveridge (1942) en una famosa caricatura británica de los años cuarenta del siglo XX. Durante décadas, ha demostrado su capacidad de proteger a la gran mayoría de la población cuando se encuentra con tales gigantes, es decir, en situaciones como la enfermedad, el desempleo, la vejez, la niñez, la carestía o la ignorancia, y de contribuir a corregir las fracturas sociales, tanto en períodos de turbulencia, por ejemplo, las crisis recientes derivadas de la Gran Recesión, de la pandemia de la COVID-19 o la Guerra de Ucrania, como durante épocas de normalidad (GREVE, 2023; HEMERIJCK, 2023). Además, el Estado de Bienestar ha manifestado también ser capaz de cumplir propósitos como el mantenimiento de la actividad económica durante las crisis, el aumento de las reservas de capital humano de los países o la paz social.

			La segunda es que el gasto en las políticas de bienestar o gasto social supone la mayor parte del gasto público total que realizan los países más desarrollados del mundo, el 65,2% en el caso de los Estados de la Unión Europea (UE), y un porcentaje de su Producto Interior Bruto (PIB) significativo, que en la zona euro superó el 34%, en ambos casos en 2021, fecha del último dato disponible (Gráfico I.1). Claramente, estos países, como otros distribuidos por el planeta, por ejemplo, Canadá, Estados Unidos o Japón, se ajustan a una de las definiciones más compartidas según la cual existe un Estado de Bienestar cuando la mayoría de las actividades del Estado se dedican a promover el bienestar social (y no a otras funciones que también son centrales, como la defensa interior y exterior, la garantía del libre comercio, la movilidad de ciudadanos y de mercancías o la administración de justicia) (THERBORN, 1983).

			GRÁFICO I.1

			Gasto público en protección social, sanidad y educación en varios Estados europeos, 2012 y 2021 (en porcentaje del PIB)

			[image: ]

			FUENTE: Elaboración propia con datos de Eurostat consultado el 10 de octubre de 2023. El gasto en protección social incluye: pensiones de jubilación y de supervivencia, desempleo, vivienda social, familia e hijos y exclusión social. Además, las barras del gráfico incluyen el gasto sanitario y educativo.

			La tercera razón que justifica su estudio es que el Estado de Bienestar, surgido en Europa en el último cuarto del siglo XIX, sigue estando presente en los países más desarrollados y, como se verá en este libro, parecen consolidarse sistemas de protección social en otros lugares del mundo. Sin embargo, aun manteniendo su esencia, los Estados de Bienestar están en constante proceso de reforma, lo que refleja que siguen siendo necesarios, pero también que, para continuar siendo útiles, necesitan adaptarse a las circunstancias cambiantes del mundo. En la actualidad, ciertas megatendencias —como las denomina el informe de la Comisión Europea (2023) sobre el Futuro de la Protección Social y el Estado de Bienestar en la Unión Europea, elaborado en el contexto del desarrollo del Pilar Europeo de Derechos Sociales, que proclamaron el Parlamento Europeo, el Consejo y la Comisión en 2017—, sugieren la necesidad de reformas. Se trata de la globalización financiera y cultural; la pérdida del papel del Estado respecto a las grandes corporaciones y bloques políticos y económicos; el acelerado cambio tecnológico; las migraciones masivas; los nuevos riesgos vinculados a la contaminación del planeta y al consumismo; la desregulación del empleo; el individualismo que hace más complicado ahora apelar al interés general; y las implicaciones del género y la etnicidad (GREENER, 2022: 16).

			La presión a favor de reformas se convirtió en una constante a partir de los años ochenta del siglo XX, en el contexto de la crisis del petróleo que sacudió a buena parte del planeta, cuando comienza a generalizarse la idea de que el Estado de Bienestar era insostenible. La crítica más contundente provino de las corrientes neoliberales (HAYEK, 1982) y neoconservadoras (CROZIER et al., 1975). Según sus postulados, el Estado debe limitarse a la provisión de la seguridad colectiva frente al exterior, a la preservación del orden y de la ley (las normas que regulan la propiedad privada o los contratos, esencialmente), así como a la provisión de aquellos bienes públicos que el mercado no puede proporcionar de forma eficiente (por ejemplo, la seguridad interior). El Estado podría intervenir como última red de protección social y de forma residual cuando los otros actores y mecanismos fallasen. Desde este punto de vista, los Estados de Bienestar son demasiado caros, ineficaces e ingobernables y, en lugar de ser mecanismos para luchar contra los fallos del mercado, impiden el crecimiento económico, además de minar la independencia personal y colectiva (HAYEK, 1982).

			A pesar de la repercusión de estas ideas (KING y ROSS, 2010), los Estados de Bienestar mostraron cierta resistencia (PIERSON, 1994; ESPING-ANDERSEN, 1996) debido, entre otras razones a su eficacia y al aprecio que la ciudadanía siente por las políticas sociales, que hace que las reformas de programas como las pensiones sean objeto de conflictos sociales de máxima importancia. Sin embargo, a partir de los años noventa muchos países empezaron a reformar con cierta profundidad sus sistemas de protección social. Todas las políticas sociales, la sanidad y la educación, las pensiones, las políticas de protección por desempleo y las políticas de lucha contra la pobreza, de atención a los dependientes, de familia y género, los servicios sociales, y la política fiscal han experimentado cambios importantes como consecuencia de los estímulos mencionados.

			Sin duda, una parte importante de las reformas recientes están relacionadas con las crisis globales que han protagonizado el siglo XXI. En particular, durante la llamada Gran Recesión, que se inició en 2007, muchos países se vieron abocados a recortar el gasto social; mientras que en la crisis derivada de la pandemia de la COVID-19, que asoló el planeta entre 2020 y 2021 y que ha producido más de 7 millones de personas fallecidas, la gran mayoría de los Estados optaron por incrementar la inversión pública sin que quede claro cuánto se prolongará esta estrategia (MADSEN, 2023). Este último ha sido específicamente el caso de la UE que, al comenzar la crisis en 2020, activó la «cláusula general de salvaguardia» del Pacto de Estabilidad y Crecimiento para permitir a los Estados desviarse de los objetivos presupuestarios a medio plazo. Poco después puso en marcha el Mecanismo SURE para mitigar el riesgo de desempleo en situaciones de emergencia y desde 2020 y hasta 2026 está implementando el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia (750.000 millones de euros) para amortiguar las consecuencias socioeconómicas de la crisis sanitaria de la COVID-19. Además, junto a las reformas que han tratado de responder a estas crisis, un paradigma con más largo recorrido parece haberse instalado en las políticas europeas y en las de algunos países miembros: el del Estado basado en Inversión Social, como se verá más adelante en este capítulo (COMISIÓN EUROPEA, 2023).

			Finalmente, en cuarto lugar, la variedad de formas de organización de las políticas sociales en los distintos Estados de Bienestar, en términos de objetivos, instrumentos de política o formas de gobernanza, así como los factores que explican estas diferencias y el efecto que las diversas configuraciones que pueden adoptar estas políticas producen en el alivio de la pobreza, la desigualdad de ingresos y riqueza, la desigualdad de género o en la autonomía personal, el crecimiento económico y la satisfacción vital (HEADEY, MUFFELS y QUIGGIN, 2023) son también dignos de interés para los científicos sociales y para los responsables públicos. En último término, es probable que toda la ciudadanía esté interesada en reflexionar sobre el futuro incierto de una institución clave como el Estado de Bienestar en un contexto de turbulencia y crisis permanente (la denominada «permacrisis» por VANHERCKE Et al., 2022: 138).

			En este capítulo se presentan los conceptos y los enfoques analíticos sobre el Estado de Bienestar y se adelantan las principales conclusiones sobre las transformaciones de los sistemas de protección social y las políticas sectoriales estudiadas. En el siguiente epígrafe se realiza una aproximación al concepto de Estado de Bienestar y a la tipología de los regímenes o mundos de bienestar de Esping-Andersen que permite entender la diversidad de este fenómeno. Además, con el objetivo de acotar el alcance del Estado de Bienestar y sus implicaciones se presentan las preguntas de investigación más usuales alrededor del mismo y se reflexiona sobre las ventajas que posee la perspectiva comparada para responderlas. En el tercer epígrafe se discute sobre la naturaleza interdisciplinar y el interés en el que se centran las distintas materias que se ocupan de su análisis. A continuación, se explican los problemas conceptuales y metodológicos del análisis comparado del cambio en el Estado de Bienestar. En el quinto epígrafe se presentan algunos de los principales debates alrededor de los sistemas de protección social. Finalmente, se ofrece una panorámica del resto del libro y de las aportaciones de cada capítulo.

			
II. QUÉ ES EL ESTADO DE BIENESTAR Y QUÉ PREGUNTAS SOBRE ÉL INTERESAN A LOS INVESTIGADORES

			La definición y tipología de Esping-Andersen sobre los tres «mundos» o «regímenes» del bienestar no está exenta de críticas, pero sigue siendo la más utilizada por los investigadores para entender el alcance del Estado de Bienestar. Partiendo de Marshall, Esping-Andersen (1990: 41) sostiene que la ciudadanía social y la concesión de derechos sociales son los elementos básicos del Estado de Bienestar. La ciudadanía ha evolucionado históricamente alrededor de una serie de derechos interdependientes. A medida que los derechos civiles comenzaron a cristalizar en el siglo XVII, se hizo evidente la necesidad de que estos debían salvaguardarse a través de los derechos políticos, que finalmente fueron conquistados en el siglo XVIII. Sin embargo, los derechos políticos solo podrían hacerse efectivos una vez que se garantizara, a través de los derechos sociales, cierta seguridad y recursos económicos adecuados (MARSHALL, 1950; HICKS y ESPING-ANDERSEN, 2005: 510).

			En opinión de Esping-Andersen (1990: 41), si los derechos sociales se consideran inviolables y la concesión de los mismos depende de la ciudadanía social y no del comportamiento individual, esto supone una desmercantilización del estatus de los individuos (es decir, su supervivencia y su bienestar no se supeditan totalmente a su participación en el mercado laboral, sino que serán parcialmente independientes del mercado, de la caridad o del apoyo familiar). Además, el concepto de ciudadanía social repercute en la estratificación social, pues el estatus de un individuo como ciudadano compite con su estatus o su posición de clase, de forma que el Estado de Bienestar puede reconfigurar el orden de clases sociales existente (ESPING-ANDERSEN, 1990: 41).

			El estudio pionero de Titmuss (1958, 1970) puso de manifiesto la necesidad de una perspectiva comparada para tratar de arrojar luz sobre el contexto y las razones del surgimiento y evolución posterior del Estado de Bienestar. Titmuss demuestra que este evoluciona de forma distinta en Gran Bretaña, en los países nórdicos y en Estados Unidos, donde el sistema es menos generoso, la obtención de prestaciones sociales está sometida a condiciones y el papel del mercado en el bienestar es más relevante. De ahí que distinguiese entre tres modelos de política social: el modelo de bienestar residual, el modelo de logro personal-rendimiento laboral y el modelo institucional redistributivo (TITMUSS, 1974: 145-146).

			A partir de las aportaciones de Marshall y Titmuss, una de las principales contribuciones de Esping-Andersen es que la combinación de distintos factores políticos y económicos en las sociedades capitalistas condujeron al desarrollo de tres tipos de regímenes de bienestar que reflejan una ideología diferente en relación con la estratificación social, la desmercantilización y el equilibrio entre tres fuentes de provisión del bienestar: el mercado, la familia y el Estado. Estos tres «regímenes del bienestar» tienen diferentes consecuencias en términos sociales, económicos y políticos (ESPING-ANDERSEN, 1990: 47; EMMENEGGER, KVIST, MARX y PETERSEN, 2015) (véase Tabla I.1).

			— En el régimen liberal, el Estado tiene un papel residual en la provisión del bienestar y predominan las prestaciones sociales modestas en su cuantía, que el individuo obtiene si es elegible por cumplir estrictos criterios que reflejan su grado de penuria o necesidad. Esta situación obliga a los ciudadanos a ser más dependientes del mercado (existe un bajo nivel de desmercantilización) que en los otros regímenes y explícitamente se les anima por medio de incentivos a acudir a él, para comprar bienes o servicios o para obtener un empleo que le permita cubrir sus necesidades.

			— En el modelo conservador (también llamado por la literatura científica corporativista, continental o bismarckiano), el principio básico es el de asegurar los riesgos. Un individuo se considera asegurado solo si participa en el mercado laboral formal y cotiza, por lo que el propio sistema tiende a perpetuar las diferencias de estatus. La familia y, en especial, el varón, como sustentador principal, y la mujer, como ama de casa, son los principales encargados del bienestar. El nivel de desmercantilización es moderado.

			— Finalmente, el régimen socialdemócrata se caracteriza por que la desmercantilización y la universalización de los derechos sociales se extienden a todos los ciudadanos. Se trata de un régimen generoso, con buenos resultados en cuanto a la redistribución de la riqueza y la reducción de la pobreza. Igualmente se hace un esfuerzo activo de desfamilización y en la cooperación para la búsqueda de un nuevo empleo para los desempleados (HICKS y ESPING-ANDERSEN, 2005).

			TABLA I.1

			Modelos de Estado de Bienestar e Indicadores de Política de Bienestar
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							Conservador (Francia, Italia, España, Alemania, Austria, Bélgica, Japón y Portugal)

							
						
							
							Liberal (Estados Unidos, Irlanda, Canadá, Reino Unido, Australia y Nueva Zelanda)

							
						
							
							Socialdemócrata (Países nórdicos)

							
						
					

					
							
							Cobertura de la población

						
							
							Ocupacional
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							Universal
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							Alto
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			FUENTE: HICKS y ESPING-ANDERSEN, 2005: 513.

			Las preguntas sobre el Estado de Bienestar que han interesado a los investigadores se pueden clasificar en dos grupos (PIERSON, 2001c; AMENTA, 2003; HICKS y ESPING-ANDERSEN, 2005; HACKER, 2006). Un primer grupo de trabajos se ha interesado por el Estado de Bienestar como un fenómeno a explicar (lo que los investigadores llaman una «variable dependiente»). Por ejemplo, Flora (1986) investigó sobre las causas del desarrollo del Estado de Bienestar y Heclo (1974) estudió las razones que había detrás de las diferencias entre las políticas de protección por desempleo y pensiones en Suecia y en Reino Unido. Desde al menos los años sesenta, científicos de distintas disciplinas han intentado contestar a preguntas tales como, ¿cuáles son los determinantes políticos, económicos o sociales que están en el origen y desarrollo del Estado de Bienestar? o ¿por qué surge el Estado de Bienestar en algunos lugares?, ¿qué factores explican la existencia de distintos regímenes de bienestar o el diferente alcance de determinadas políticas sociales en diversos lugares o períodos de tiempo? A partir de los años ochenta, cuando se empieza a hablar de la crisis del Estado de Bienestar, surgen preguntas como por ejemplo ¿por qué a pesar de que el envejecimiento de la población, la crisis económica o la pertenencia europea afectan de forma parecida a distintas sociedades, las políticas sociales son diferentes en cada lugar? En el contexto de las sucesivas crisis acaecidas en el siglo XXI, muchos investigadores están interesados en saber hasta qué punto se transformará la fisionomía de los sistemas de protección social.

			El segundo grupo de estudios se ha interesado por hasta qué punto los Estados de Bienestar y las políticas sociales pueden tener un impacto sobre distintos fenómenos sociales, políticos o económicos (lo que los investigadores denominarían «variable independiente», véase KUNISSEN, 2023). Además de los académicos de diversas disciplinas, también se han sentido atraídos por esta perspectiva los responsables públicos que trabajan en el sector de las políticas sociales o en otros sectores de política pública, como la económica, los cuales se han interrogado por cuestiones como ¿hasta qué punto el Estado de Bienestar o las políticas sociales son capaces de prevenir la desigualdad o la pobreza? o ¿por qué distintos países (con diferentes o similares políticas sociales) presentan distintas tasas de fecundidad o desempleo? o en su caso, ¿en qué medida, distintos regímenes de bienestar arrojan resultados diferentes en materia de crecimiento económico, calidad de vida e incluso de felicidad de sus ciudadanos?

			
III. QUÉ DISCIPLINAS HAN ESTUDIADO EL ESTADO DE BIENESTAR

			Para algunos científicos la política social es una disciplina por derecho propio, como lo demuestra el hecho de que, al menos en ciertos países, se haya alcanzado algún grado de institucionalización a través de la creación de facultades y carreras específicas. Para otros, se trata más bien de un objeto de investigación que puede ser abordado por distintas disciplinas como la Sociología, la Ciencia Política, la Historia, la Economía, el Derecho o la Filosofía (SPICKER, 1995; CLASEN, 2004). Desde este último punto de vista, las políticas sociales y el Estado de Bienestar se benefician de una aproximación multidisciplinar, aunque en diferentes momentos del tiempo y alrededor de distintos debates hayan predominado unas u otras disciplinas. Debe destacarse, no obstante, que con independencia de la disciplina casi siempre ha predominado el análisis comparado entre países, tipos de sistemas de bienestar, políticas o entre diferentes etapas.

			La Filosofía social se pregunta, desde un punto de vista más normativo, sobre qué tipo de sociedad deseamos y compara los Estados de Bienestar reales con un ideal de justicia social. La Economía, por ejemplo, se interroga sobre qué modelo de Estado de Bienestar es más eficaz comparando varios de ellos o qué programas son más redistributivos o producen un mayor bienestar agregado. Específicamente, la Economía Política se ocupa de cómo pueden afectar los programas sociales a la relación entre capital y trabajo (HALL y SOSKICE, 2001). Las aproximaciones desde cualquiera de estas disciplinas y más frecuentemente desde la Sociología, incluyen, además, la perspectiva de género (SKOCPOL, 1992) o se interesan por la relación entre la raza y la etnia, por un lado, y la política social, por otro (ALESINA, GLAESER y SACERDOTE, 2001), entre otros muchos asuntos.

			Durante los años sesenta y setenta, los sociólogos y los economistas dominaban el debate sobre los determinantes del cambio en el Estado de Bienestar. Las variables explicativas que utilizaron giraron alrededor de la teoría de la modernización, la alianza de clases o el cambio demográfico. A partir de los años ochenta y noventa, sin embargo, el enfoque politológico comparado ha predominado en el debate sobre las transformaciones del Estado de Bienestar (VAN KERSBERGEN y BECKER, 2002), estudiándose las instituciones, los actores sociales, los puntos de veto o los partidos políticos como factores explicativos del alcance y del tipo de cambio, así como, sobre todo, las opciones y límites que, en distintos contextos de bonanza o crisis, tienen los responsables públicos para proceder a la reforma y, en particular, a la retirada o recorte de los principales programas y políticas sociales (CLASEN, 2004: 93).

			La preocupación por el diseño y la implementación de las políticas sociales, y por la manera en que impactan en el bienestar, ha hecho que tales políticas se hayan convertido en una parte de los estudios de Políticas Públicas (policy studies, policy analysis) y, en concreto, de Políticas Públicas Comparadas, enmarcada, a su vez, en la Ciencia Política (CLASEN, 2004). Desde este prisma, la Política Social Comparada tendría como finalidades: a) guiar el diseño hacia mejores políticas sociales; b) entender mejor cómo operan las instituciones gubernamentales y los procesos políticos cuando se enfrentan a problemas concretos de política social; c) comprender adecuadamente los diferentes enfoques de resolución de problemas de política social, que deben consistir cada vez más, debido a la interdependencia creciente, en estrategias de política pública transfronterizas; d) identificar algunas de las condiciones bajo las cuales las políticas tienen éxito o fracasan (HEIDENHEIMER, HECLO y ADAMS, 1990 y HARROP, 1992: 5).

			También dentro de la Ciencia Política, la Ciencia de la Administración y la Gestión Pública se encarga del estudio de modelos alternativos de prestación de servicios y de las formas en que su provisión —lo que implica, por ejemplo, el estudio de las organizaciones públicas y su relación con el sector privado— y el papel de los empleados públicos —tanto de los altos funcionarios, como de los llamados «funcionarios de ventanilla» (street-level bureaucracy), por ejemplo, los trabajadores sociales— y su papel en la implementación de tales políticas (BAEHLER, 2023).

			Finalmente, Mitchell (1992) identifica cinco enfoques para comparar los sistemas del bienestar que pueden ayudar a comprender mejor los distintos aspectos que han sido los focos de interés de los analistas de políticas: 1) comparación de las políticas públicas; 2) comparación de los recursos que se emplean en la provisión del bienestar; 3) comparación de la producción o de los diferentes tipos de reglas y estructuras, que puede implicar el análisis de la participación de otros actores como la familia y el mercado en la producción del bienestar; 4) comparación del funcionamiento detallado de las prestaciones y servicios, es decir, de las fuentes de financiación y de los medios de suministro de los mismos; y 5) comparación de los resultados e impactos de las políticas o quienes se benefician de ellas.

			
IV. CÓMO ESTÁN CAMBIANDO LAS POLÍTICAS SOCIALES Y EL ESTADO DE BIENESTAR

			Muchos de los problemas del análisis comparado de las políticas sociales y del Estado de Bienestar son comunes a cualquier investigación social comparativa. Se pueden citar, por ejemplo, las dificultades relacionadas con la generación de datos que sean comparables, la identificación o la formulación de conceptos apropiados que puedan ser aplicables y útiles en los distintos países comparados o que sean lo suficientemente sensibles como para captar las diferencias históricas o culturales.

			Bajo lo que se ha dado en llamar «el problema de la variable dependiente» (GREEN-PEDERSEN, 2004; CLASEN y SIEGEL, 2007; GREVE, 2020), en los últimos años se ha reflexionado sobre las dificultades conceptuales y metodológicas que plantea la investigación comparada respecto a la transformación del Estado de Bienestar y las políticas sociales, y, en concreto, sobre: qué dimensiones cambian, cómo estimar el alcance y la dirección del cambio, qué indicadores pueden medirlo mejor, e, incluso, cuál es el nivel de análisis adecuado para captarlo.

			Una primera forma de delimitar el cambio sería distinguir entre la evolución natural del sistema y el cambio deliberado o reforma. Este último puede entenderse en el sentido de «hacer algo» con los programas del bienestar y, también, en el de no hacerlo, por ejemplo, dejando que las prestaciones sociales que reciben ciertos beneficiarios pierdan poder adquisitivo (BAUER et al., 2012), una especie de cambios «invisibles» (JENSEN y WENZELBURGER, 2020: 119). En los capítulos dedicados a la pobreza o al régimen de bienestar mediterráneo se pueden observar ambas aproximaciones.

			Jensen y Wenzelburger (2020) sostienen que los cambios en el Estado de Bienestar en las últimas décadas han sido profundos y que el catálogo de reformas emprendidas se ha hecho más variado, combinando cambios en diversas dimensiones de las políticas y recortes y expansiones, debido a diversas razones como la necesidad de atender a colectivos específicos, responder a fenómenos imprevistos, como la pandemia, o simplemente tratar de evitar el castigo electoral mediante reformas más sutiles.

			Una de las conclusiones de este libro es que los cambios pueden afectar a diferentes dimensiones de las políticas: a la estructura de las prestaciones (forma de cálculo, nivel y duración, por ejemplo de las pensiones o de la protección por desempleo); a los criterios de elegibilidad (los requisitos para que los ciudadanos tengan derecho a servicios o a prestaciones, relajándolos o haciéndolos más estrictos, como puede observarse en las reformas de las pensiones o la protección por desempleo); al establecimiento de nuevos deberes (como el de buscar activamente un empleo o realizar un trabajo social); la reconceptualización de los beneficiarios de las prestaciones (como el considerar empleables a colectivos que antes no lo eran, por ejemplo, las personas con discapacidad o los mayores); al tipo, cantidad y calidad profesional de las personas que prestan el servicio, o a modificaciones organizativas menores, u otras más importantes como el traspaso de la titularidad de la política a otro nivel de gobierno o su gestión a una organización privada o al tercer sector, quedándose el Estado solo con las competencias reguladoras, tal y como se verá en los capítulos dedicados a la política sanitaria o a las pensiones.

			En cuanto a la clase de cambio que puede producirse en la política, Hall (1993: 278 y 279) distingue tres tipos: a) el cambio de primer orden que aplicado al Estado de Bienestar consistiría en una utilización distinta de los instrumentos de política existentes (por ejemplo, elevar las contribuciones o reducir las prestaciones); b) de segundo orden que implica modificar tales instrumentos, sin que supongan un cambio en la naturaleza del régimen de bienestar (como la introducción de nuevas reglas de cálculo para la pensión); c) de tercer orden, que modifica los instrumentos de política e introduce una nueva lógica del bienestar (por ejemplo, haciendo que un derecho o servicio deje de ser universal). Mientras que los cambios de primer y segundo orden se pueden considerar como parte de la actividad normal en la elaboración de las políticas, los de tercer orden implican un cambio sustancial o, según la propia terminología de Hall, un cambio «paradigmático». Precisamente esta es la secuencia descrita en el caso del régimen de bienestar conservador, que se expone en el siguiente capítulo de este libro.

			Pierson (2001b) explicó que el tipo de reforma dependía del régimen de bienestar: los liberales tienden más a la re-mercantilización (recommodification) o grado en que un individuo pasa a ser más dependiente de mercado; los nórdicos se inclinan por la contención del gasto (cost-containment); y los continentales se dirigen a la recalibración (recalibration), bien a través de la racionalización de los programas públicos para que sigan pudiendo satisfacer los viejos objetivos del bienestar, o bien mediante la actualización de los programas con la finalidad de alinearlos con las características del nuevo entorno económico y social. Incluso en cada sector de política tiende a predominar un tipo u otro de reforma (mercado de trabajo; pensiones y sanidad; políticas de familia y conciliación, respectivamente).

			El cambio también puede ser diferente en cuanto a su ritmo. Se considera que un cambio es incremental si consiste en pequeñas modificaciones, poco transformadoras por sí solas —lentas en sus efectos—, aunque la suma de ellas a lo largo del tiempo conduzca a que la política cambie de forma sustancial, como se podrá observar en los capítulos dedicados a la protección por desempleo o a las pensiones de jubilación. El cambio radical, sin embargo, se produce mediante reformas transformadoras, con efectos rápidos. Como es fácil imaginar, con los primeros es más fácil lograr el consenso y tienden a ser más pacíficos. Los gobiernos pueden preferirlos por ser menos arriesgados electoralmente.

			En los últimos años se ha discutido ampliamente acerca de qué aspectos del bienestar deben tenerse en cuenta para estimar el alcance de las reformas. El debate ha girado sobre si lo que tiene que tomarse en consideración son los cambios que se producen en las políticas en sí o los efectos que estos cambios tienen sobre los ciudadanos (el capítulo dedicado a educación introduce especialmente esta perspectiva del impacto de las políticas) (GREVE, 2020; 2022). Mientras que el fijarse en los policy outputs es criticado por quienes sostienen que los cambios en las políticas son solo importantes si afectan a la vida de los receptores de las prestaciones y servicios, la afirmación de que solo se produce reforma cuando se ven afectados los derechos ciudadanos es criticada por ser demasiado estrecha. Por lo que se refiere a los efectos sobre los ciudadanos como se observa a lo largo de todos los capítulos del libro, las reformas realizadas desde mitad de los años noventa incluyen cambios que han tendido a proteger mejor a diversos colectivos escasamente cubiertos por el sistema, como los trabajadores con trayectorias laborales incompletas, las mujeres o las personas en situación de dependencia. Sin embargo, también se han producido cambios que tienen como consecuencia la reducción de derechos o de prestaciones en relación con la situación inmediatamente anterior a ese cambio.

			En cuanto a los indicadores más apropiados para medir el cambio, la variación en el gasto sigue siendo ampliamente utilizada porque los datos de gasto social son fáciles de encontrar y, en cualquier país, cubren los principales programas. Sin embargo, en los últimos años, los análisis se han hecho más sofisticados (véase KITTEL y OBINGER, 2003). La utilización del llamado esfuerzo en bienestar (gasto social como porcentaje del PIB) ha sido repetidamente criticada (ESPING-ANDERSEN, 1990; ALBER, 1996; CLAYTON y PONTUSSON, 1998; CASTLES, 2009; SIEGEL, 2007). El trabajo de Castles (2004) puede ilustrar este problema. Analizó los 21 países de la OCDE entre 1980 y 1998 y concluyó que el gasto social se había mantenido constante o se había incrementado, en general. Sin embargo, al descender un nivel de análisis y revisar las tasas de cobertura o duración de las prestaciones, observó que se producían recortes en algunos programas y expansión en otros.

			También se ha puesto de manifiesto la estrecha dependencia que existe entre el gasto social en algunos programas como el desempleo y la situación económica (por ejemplo, el gasto en desempleo crece durante las crisis porque hay más parados y no porque las prestaciones sean más generosas). Algunos, por ejemplo, proponen que los gastos en desempleo se analicen manteniendo constante el número de receptores (SIEGEL, 2007). Asimismo, Green-Pedersen (2004) recuerda el hecho de que un elevado gasto público puede ser indicador de ineficiencia más que de generosidad del Estado de Bienestar, o que determinados cambios no puedan ser captados por este indicador sino solo una vez que haya transcurrido el tiempo, o que más gasto no significa más redistribución.

			Clayton y Pontusson (1998) plantean el uso de indicadores alternativos o complementarios al gasto, por ejemplo, relacionados con la forma en que se organiza el sector público, la prestación de servicios, el desarrollo del empleo público o la (in)equidad o (in)seguridad en el empleo. De hecho, estos autores consideran que, si se hubiera hecho uso de este tipo de indicadores, las conclusiones de autores como Pierson sobre la limitada capacidad de recorte que tuvieron los gobiernos de Thatcher y Reagan en los años setenta y ochenta podrían ser puestas en duda. En este libro, en el capítulo dedicado a educación se pone explícitamente de manifiesto que la importancia del gasto es solo relativa, siendo la estrategia de gasto (el cómo se gasta) más relevante para explicar los resultados de esta política. Finalmente, la discusión sobre el gasto justifica el estudio de la política fiscal, tal y como se hace en el último capítulo de este libro.

			En los últimos años ha habido también un fuerte debate internacional sobre la necesidad de encontrar indicadores para medir el bienestar social que no solo se centren en cuestiones monetarias, como el crecimiento del PIB (STIGLITZ, FITOUSSI y DURAND, 2019). La OCDE (2020) ha propuesto un índice llamado Better Life Index, actualizado anualmente, que comprende 80 indicadores de bienestar. Otras iniciativas son: la Encuesta sobre Calidad de Vida de la UE, el estadounidense The Legatum Prosperity Index, con 294 indicadores, el Índice de Felicidad del Planeta o el Índice de Desarrollo Humano de Naciones Unidas. Todos ellos han sugerido una gran variedad de elementos que deberían tenerse en cuenta a la hora del analizar el efecto de las reformas de las políticas en el bienestar, por ejemplo, la felicidad, la confianza en las instituciones, el ocio y la cultura o el medioambiente.

			Por último, no hay duda de que la investigación comparativa se ha beneficiado del desarrollo de las bases de datos internacionales. La Unión Europea cuenta con una serie de indicadores para medir el avance del Plan de Acción del Pilar Europeo de Derechos Sociales revisados en 2021 que se pueden analizar con datos del Sistema Europeo de Estadísticas Integradas de Protección Social (ESSPROS), desarrollado a finales de los años setenta por Eurostat1. La llamada SOCX (Social Expenditure Database2) de la OCDE u otras bases de diferentes organismos internacionales como la OIT o CEPAL, permiten comparar el contenido de las políticas y medir su impacto.

			
V. TEMAS PRINCIPALES ALREDEDOR DEL CAMBIO EN EL ESTADO DE BIENESTAR

			El análisis de las transformaciones del Estado de Bienestar se ha centrado en distintas dimensiones que abarcan desde la búsqueda de categorías que sean capaces de capturar la variabilidad del modo en que se organiza el bienestar en distintos lugares y su cambio a lo largo del tiempo, hasta el planteamiento del futuro de este modelo de Estado. De ellos se trata a continuación.

			
1. LA VIGENCIA DE LOS REGÍMENES DE BIENESTAR EN OTROS LUGARES DEL PLANETA. SU CAPACIDAD PARA EXPLICAR EL CAMBIO


			Sin duda, los tres mundos del bienestar capitalista de Esping-Andersen (1990: 19) han sido centrales para comprender que «no todos los Estados del Bienestar son del mismo tipo», sino que cada uno de ellos se estructura según «su propia y diferente lógica de organización, estratificación e integración social» y que sus «orígenes se deben a distintas fuerzas históricas y siguen unas trayectorias de desarrollo cualitativamente diferentes». Esta tipología ha sido objeto de diferentes críticas (ARTS y GELISSEN, 2002: 138 ss.). De ellas interesan aquí tres especialmente. Por un lado, se ha criticado su vigencia pues desde que Esping-Andersen presentara los «tres mundos del bienestar» han pasado treinta años (EMMENEGGER, KVIST, MARX y PETERSEN, 2015). Sin embargo, el trabajo de Ferragina, et al. (2015) comprobó que continúan siendo una herramienta analítica potente para predecir los resultados en términos de desigualdad y pobreza. Además, se objeta que, al igual que otras tipologías existentes, es demasiado determinista y sirve para explicar mejor la divergencia (se espera que cada régimen siga su propia senda) que la convergencia, que a veces se produce entre los regímenes (LEIBFIED y MAU, 2008).

			Por otro lado, la clasificación tripartita posee un alcance limitado para dar cuenta de algunos países con sistemas de bienestar no incluidos en ella (ASPALTER, 2023). Se dice, por ejemplo, que los tipos no parecen exhaustivos, ni exclusivos; que adolecen de problemas metodológicos, pues de haberse utilizado otros indicadores, la clasificación de algunos países cambiaría; asimismo, que no captura el importante papel desempeñado por las familias y las mujeres en la provisión del bienestar, fruto de la particular división del trabajo entre sexos (ORLOFF, 1993). También se observa que la clasificación se centra excesivamente en las transferencias y no en los servicios, o en otras herramientas propias de la política fiscal, cuya importancia es esencial (JENSEN y WENZELBURGER, 2020). Asimismo, se mantiene que la relevancia concedida en la tipología a la «desmercantilización» como el principal propósito de los Estados de Bienestar deja fuera otros objetivos de este, por ejemplo, lograr una amplia participación en el mercado de trabajo, lo que daría lugar a otra tipología (LEIBFRIED y MAU, 2008, 2009).

			Respecto a las tipologías que se proponen, en algunos casos son alternativas a la de Esping-Andersen, mientras que en otros simplemente introducen un tipo adicional para reflejar la situación de países como España, a los cuales inicialmente Esping-Andersen (más tarde sí, véase la Tabla I.1) no incluía en sus tipos. La inclusión del tipo mediterráneo (o de los países del Sur, véase FERRERA, 1996; BONOLI, 1997; CASTLES y OBINGER, 2008; Latin Rim, véase LEIBFRIED, 1992) reflejaría características como la impronta católica, su desarrollo tardío, así como el fuerte papel de la familia en la provisión del bienestar en países como Italia, Grecia, Portugal y España (véase el capítulo de MORENO y MARÍ-KLOSE en este volumen). Aunque Esping-Andersen incluye a Australia y Nueva Zelanda entre los países con un régimen liberal (Tabla I.1), otros como Castles y Mitchel (1993) consideran que estos países de las Antípodas tienen un enfoque más inclusivo en términos de cobertura respecto a los países que tradicionalmente se clasifican en el régimen liberal, puesto que en ellos la seguridad en el empleo y el control salarial tienen especial importancia para perseguir la redistribución.

			Algunos investigadores han propuesto tipologías que tienen el afán de clasificar a más territorios del planeta. Además de los países donde efectivamente el Estado es el principal protagonista del bienestar, Gough (2004) distingue entre los denominados regímenes de seguridad informal y los regímenes de inseguridad. En los regímenes de Estado de Bienestar predomina la economía capitalista y la democracia liberal; además, el papel del Estado en la provisión es muy importante (aunque desigual en función de que se trate del régimen conservador, liberal, socialdemócrata o mediterráneo). En el régimen de seguridad informal (WOOD, 2004), la división del trabajo no es solo de tipo capitalista, las familias utilizan estrategias diversas para su supervivencia y siguen desempeñando un papel importante en la provisión del bienestar, ya que el Estado es débil y las relaciones son frecuentemente clientelares. Dentro de este régimen, Barrientos y Powell (2021; véase también para el caso latinoamericano DEL PINO, SÁTYRO y MIDAGLIA, 2021) identifican los regímenes liberales-informales de bienestar en América Latina y Gough (2004) define los sistemas productivos en el Este asiático, en donde, a pesar de que el Estado está principalmente orientado al crecimiento, las políticas sociales están subordinadas a tal propósito (HOLLIDAY, 2005: 148), con la excepción reciente de algunos países como Japón, Corea del Sur y Taiwán, que han extendido su sanidad o las pensiones de jubilación a sectores no productivos (HWANG, 2011; PENG y WONG, 2010). Finalmente, los regímenes de inseguridad, especialmente en el África subsahariana (BEVAN, 2004), se caracterizan por un modelo de capitalismo predatorio y un Estado que frecuentemente es corrupto o inexistente.

			En un intento de abarcar todas las regiones del mundo, Aspalter (2023) ha distinguido entre diez mundos o regímenes de bienestar: 1) neoliberal; 2) socialdemócrata; 3) demócrata cristiano; 4) orientado a favor del bienestar (incluye, entre otros, China, Taiwán o Corea del Sur); 5) conservador orientado contra el bienestar (América Latina); 6) ultra rudimentario, que abarcaría la mayor parte de África; 7) rudimentario ligeramente universal (sur de Asia, India); 8) basado en la exclusión (Oriente Medio, Israel); 9) rudimentario selectivo en el noreste de Europa (la antigua Unión Soviética) y Asia central; y 10) universal comunista/socialista (Cuba).

			
2. CÓMO SURGE Y POR QUÉ CAMBIA EL ESTADO DE BIENESTAR


			La investigación comparativa se ha interesado especialmente por la capacidad de diversos factores para explicar los cambios que tienen lugar en los distintos regímenes y en las diferentes políticas y sobre su poder explicativo a lo largo de todas las fases por las que ha atravesado el Estado de Bienestar (GREEN-PEDERSEN y HAVERLAND, 2002).

			Desde su surgimiento a finales del siglo XIX en Alemania, el Estado de Bienestar ha pasado por una fase de desarrollo y consolidación, la llamada Edad de Oro del capitalismo entre 1940 y 1970, y una compleja etapa de crisis a partir de los años setenta. Por lo que se refiere a las últimas décadas, tal y como veremos en los distintos capítulos del libro, desde los años ochenta comienza a aparecer en el debate político de las democracias occidentales la idea de recorte o retirada (retrenchment) del Estado de Bienestar. Tras décadas de crecimiento, la vehemencia de los discursos de líderes tan influyentes como M. Thatcher y R. Reagan sobre los supuestos negativos efectos sociales y económicos del Big Government, hizo pensar que la hora del desmantelamiento del Estado de Bienestar había llegado.

			Sin embargo, tras analizar la reforma del bienestar en Reino Unido y Estados Unidos durante la década anterior, Pierson (1994) demostró que, a pesar de los intentos de reducir el Estado de Bienestar, el recorte efectuado no había sido tan significativo en las políticas sociales. Se argumentó incluso que determinadas políticas, como la de pensiones o desempleo, o regímenes de bienestar, como el conservador, eran casi imposibles de reformar, estaban «congelados» (ESPING-ANDERSEN, 1996). Ya a finales de la década de los noventa, sin embargo, algunas investigaciones empezaron a advertir de la necesidad de revisar el indicador que se había utilizado para medir el cambio (únicamente la reducción del gasto social) (ALBER, 1996; CLAYTON y PONTUSSON, 1998), y, a partir de la década de 2000, los datos demostraban que las reformas restrictivas no eran tan imposibles de implantar como parecía (SEELEIB-KAISER, 2008).

			Para algunos autores (por ejemplo, ESPING-ANDERSEN, 1996), los factores que sirvieron para explicar el surgimiento y expansión del Estado de Bienestar entre 1890 y 1973 —en particular, los de tipo socioeconómico y los relacionados con los actores sociales y partidos políticos, así como las instituciones—, siguen siendo útiles para dar cuenta tanto de su estabilidad y resistencia ante las intenciones de reforma y recortes (1973-1995), como de su demostrada reforma, algunas veces consistente en recortes o cambios sustantivos (desde 1995 hasta la actualidad). Por el contrario, Pierson (1994) y los propios revisores de este autor (LEVY, 2021) han sostenido que son necesarios nuevos enfoques.

			En relación con su surgimiento y primer desarrollo, se pueden destacar al menos tres grupos de teorías explicativas. Según las perspectivas funcionalistas, el Estado de Bienestar sería el resultado de la industrialización (WILENSKY, 1975; GIDDENS, 1973). La emigración y la urbanización desordenada de las ciudades industriales generaron nuevas necesidades sociales que ponían en riesgo la estabilidad social y el proceso de acumulación económica. Como respuesta a esta situación, el aparato del Estado empezó a proveer determinados bienes sociales, lo que fue facilitado por el crecimiento económico. Más que la importancia de la industrialización como desencadenante de los procesos sociodemográficos que conducen al Estado de Bienestar, otros autores consideran que la relevancia de la industrialización tiene más bien que ver con la movilización social y política producida por ella (FLORA y HEIDENEIMER, 1981).

			En segundo lugar, a pesar de que los primeros pasos en política social se dieron en países conservadores y autoritarios (HICKS y ESPING-ANDERSEN, 2005), el enfoque de los recursos de poder es útil para explicar el crecimiento del Estado de Bienestar (KORPI, 1985). Según este enfoque, el Estado de Bienestar es el resultado del conflicto entre las clases sociales y, en particular, de la fortaleza de la clase trabajadora apoyada, especialmente, por los partidos socialdemócratas y los sindicatos.

			En tercer lugar, la teoría institucionalista sostiene, en esencia, que la fragmentación del poder y la existencia de puntos de veto retrasarían el desarrollo del Estado de Bienestar (HUBER, RAGIN y STHEPHENS, 1993). Los Estados centralizados con grandes e influyentes burocracias serían un caldo de cultivo adecuado para ese desarrollo, mientras que los Estados débiles o fragmentados lo habrían dificultado. Asimismo, diferentes tipos de sistemas políticos, parlamentarios o presidenciales o de sistemas de partidos generarían distintas oportunidades para el desarrollo del Estado de Bienestar (entre otros, LIJPHART, 1999; ORLOFF y SCKOPOL, 1984; INMMERGUT, 1990; ROTHSTEIN, 1998).

			Estos tres enfoques han sido cuestionados por lo que se refiere a su capacidad para explicar las reformas de los Estados de Bienestar en las últimas décadas. Buena parte de ello tiene que ver con el trabajo de Pierson, a su vez inspirado en el de Sckopol sobre el desarrollo del Estado de Bienestar en EEUU y las ideas de Weaver (1986).

			En cuanto a la teoría de los recursos de poder, aunque se ha reconocido la importancia de los partidos de izquierda y de los sindicatos para la formación de las políticas sociales (PIERSON, 2001; IVERSEN y STEPHENS, 2008; PRIBBLE y HUBER, 2013 para el caso de América Latina), según Pierson (1994, 1996), la pérdida de poder de la socialdemocracia y de los sindicatos —la densidad sindical, por ejemplo, descendió en la OCDE de un 34% a un 18% desde 1975 hasta 2008 (PIERSON, 2011)— no puede explicar el hecho de que los programas públicos del bienestar continúen existiendo. Pierson (1994) considera que el análisis debe cambiar el énfasis desde el movimiento obrero a las clientelas surgidas alrededor de los programas del bienestar —por ejemplo, los pensionistas—. El Estado de Bienestar forma ya parte del corazón de las sociedades occidentales y ha generado compromisos difíciles de traicionar sin que los gobiernos sufran el castigo electoral. Las nuevas clientas se convierten en importantes actores políticos cuando tienen capacidad de movilización con consecuencias electorales. Esta perspectiva trata a la clase media (BALDWIN, 1990), los empleadores (MARES, 2010), los movimientos de mujeres o a los trabajadores del Estado (DE SWAAN, 1998) o la población indígena y los estudiantes en América Latina como colectivos que también tienen intereses en el desarrollo del Estado de Bienestar (SÁTYRO Et al., 2021).

			En general, la resistencia de las clientas a los recortes hace que las posibles reformas se limiten a cambios más bien modestos, incrementales, reformándose solo aspectos que siguen la senda marcada por las políticas existentes (path dependence) —ya se trate de pensiones, sanidad u otras—. Aunque, en épocas de crisis, una parte del electorado puede ser más tolerante con cambios fundamentales en las políticas sociales (BROOKS y MANZA, 2013) y, en contextos de turbulencias económicas, los políticos pueden llegar incluso a presumir de sus recortes para demostrar al electorado que son políticos responsables en la gestión de los recursos (BONOLI, 2012), en la mayoría de los casos si un gobierno corta sustantivamente las políticas sociales se ve obligado a buscar estrategias exculpatorias para evitar el castigo en las urnas (MEULEMAN, VAN OORSCHOT y LAENEN, 2020). También los investigadores están especialmente interesados en determinar si hay diferencias entre las políticas de respuesta a la crisis que ponen en marcha los partidos socialdemócratas y los partidos liberales o conservadores, o si el único margen de maniobra que tienen es el de cómo explicar a la opinión pública reformas que les vendrían impuestas por las circunstancias.

			En segundo lugar, además de los límites a las reformas que imponen los legados de política (las características de las políticas en marcha en ese momento), Pierson, también desde los enfoques institucionalistas, cuestiona el hecho de que la concentración o la menor fragmentación del poder obstaculicen las reformas. Aunque la fragmentación proporciona vetos (por ejemplo, en un sistema de gobierno multinivel los gobiernos subnacionales pueden vetar las reformas del gobierno central), también es eficaz para difuminar la culpa (por ejemplo, un gobierno nacional puede acusar a la Unión Europea de obligarle a recortar) y facilitar los recortes desde un punto de vista electoral. Además, otra crítica a los institucionalistas se refiere a que sus aportaciones son útiles para explicar la continuidad de las políticas, pero no lo son tanto para dar razón de la reforma o de los cambios radicales que se han producido en algunos Estados de Bienestar. Dicho de otro modo, predicen mejor la estabilidad que el cambio.

			Por último, según los enfoques funcionalistas y neofuncionalistas, fenómenos como la posindustrialización o el envejecimiento de la población pueden desempeñar un papel decisivo en la etapa actual de reforma de todos los Estados de Bienestar. De acuerdo con el «enfoque funcional abierto» (open functional approach), las presiones funcionales exógenas y endógenas limitan la capacidad de adoptar decisiones de los actores políticos, pues en función del contexto tienden a imponerse unas determinadas ideas, actores o intereses sobre otros (VAN KERSBERGEN y VIS, 2014).

			Es muy probable que ninguno de estos tres grupos de teorías sirva para explicar completamente el desarrollo del Estado de Bienestar. Por ejemplo, hay que tener en cuenta que cada institución es deudora de su época y la consolidación del Estado de Bienestar europeo no podría entenderse desligada de la etapa posterior a la Segunda Guerra Mundial y del proceso de reconstrucción europea del que Estados Unidos fue un actor relevante con la intención, entre otras, de contener el comunismo. Algunos investigadores, insatisfechos con el poder explicativo de los enfoques existentes para dar cuenta de las reformas del Estado de Bienestar, han puesto el énfasis en el papel del discurso normativo y la presencia de una elite convencida de que es necesario «construir socialmente la necesidad de reformar» (COX, 2001; SCHMIDT, 2002; WHITE, 2017). El constructivismo hace hincapié en factores cognitivos para explicar el comportamiento y los outcomes sociales; este enfoque ha recibido distintas etiquetas como «interpretavismo» o hermenéutica. La decisión de la reforma es política y no para todo el mundo resulta evidente su necesidad. La reforma exige de un discurso capaz de vencer el escepticismo de los que se resisten, a fin de persuadirles de su indispensabilidad, generalmente se apela a sus ventajas socioeconómicas, pero también a los valores normativos presentes en cada sociedad. Solo así es posible «configurar la trayectoria» necesaria para encarnar la reforma (COX, 2001: 475).

			Finalmente, Carnes y Mares (2007) han reclamado la necesidad de analizar más casos procedentes de otros lugares del planeta sobre los factores determinantes, la secuencia de desarrollo del Estado de Bienestar o de incluir nuevas variables explicativas, como el papel de las empresas a favor del desarrollo de la protección social, el grado de apertura económica y la relevante influencia de los organismos internacionales, como el Banco Mundial o la Unión Europea, que a través de mecanismos o instrumentos que podrían ser calificados de más duros (por ejemplo, créditos) o más blandos (comunidades de aprendizaje) pueden afectar a la configuración de las políticas sociales, como veremos en varios capítulos, por ejemplo, el dedicado al Modelo Social Europeo.

			
3. LOS RESULTADOS DE LOS DISTINTOS TIPOS DE REGÍMENES Y DE LOS DIFERENTES TIPOS DE POLÍTICAS


			Lo que principalmente se espera del Estado de Bienestar es que tenga un impacto positivo en la eliminación de la pobreza y la desigualdad, bien a través del incremento de los ingresos de una parte de los ciudadanos y por medio de transferencias —que serán financiadas mediante impuestos y contribuciones sociales—, o bien con la provisión de servicios públicos para la población, o ambas. Además, el Estado de Bienestar tiene también consecuencias respecto a las relaciones de género o entre grupos étnicos, entre generaciones y entre clases; los científicos sociales se han preocupado además por el impacto del Estado de Bienestar en términos macroeconómicos, el crecimiento económico, el empleo o la inflación, entre otros.

			El efecto redistributivo del Estado de Bienestar ha sido confirmado por numerosos estudios a lo largo del tiempo (SAUNDERS, 2010). El trabajo de Ferragina et al. (2015: 300) muestra que todos los regímenes de bienestar analizados (socialdemócrata, conservador, liberal y mediterráneo) tienen un efecto importante en la reducción de la pobreza y la desigualdad. Sin embargo, también detectan que la eficacia de unos y otros es diferente.

			La decisiva obra de Piketty (2013) demuestra que en Estados Unidos la desigualdad comenzó a crecer exponencialmente a partir de 1980 con el gobierno de Reagan, mientras que antes, la existencia de determinadas políticas que apoyaban a las rentas del trabajo, la habían contenido.

			Los Estados de Bienestar menos generosos e inclusivos dejan lagunas sin cubrir respecto al bienestar (HICKS y ESPING-ANDERSEN, 2005). Como veremos en los capítulos correspondientes, el objetivo básico de aseguramiento contra los riesgos de los regímenes conservador y mediterráneo reproduce las diferencias de estatus y conduce a la dualización laboral y del sistema de protección, entre los insiders, trabajadores con carreras laborales largas y estables, y los outsiders (véase RUEDA, WIBBELS y ALTARMINADO, 2015, sobre dualismo). Asimismo, durante mucho tiempo, en los países mediterráneos no se han desarrollado alguno de los denominados «pilares» del bienestar, tales como la atención a las personas en situación de dependencia o a las familias, debido al papel atribuido a las mujeres como cuidadoras, lo que limita su eficacia en términos de proteger a determinados colectivos.

			En la actualidad, la evidencia ha mostrado que, en los países desarrollados, la pobreza disminuye entre los mayores de forma casi constante gracias especialmente a las pensiones y a los servicios públicos, como la sanidad o la atención a la dependencia. Sin embargo, existe una preocupación general sobre el colectivo de las personas en edad de trabajar. Entre ellas, el mayor riesgo de pobreza se sitúa en los hogares con menos intensidad laboral, en colectivos como las personas menos formadas, las familias monomarentales o los migrantes (CANTILLON, 2022).

			Las investigaciones tratan de identificar qué programas reducen más eficazmente la desigualdad y la pobreza. Se ha tratado de averiguar si los programas sociales focalizados —es decir, los que destinan los recursos a grupos específicos, como los más necesitados que cumplen determinados requisitos, por ejemplo, los inmigrantes o los más desfavorecidos en general— son más eficaces que los programas universales —esto es, los servicios o prestaciones uniformes que benefician a todos los ciudadanos independientemente de su renta o clase social—. Desde que Korpi y Palme (1999) presentaran su «paradoja de la redistribución», se ha considerado que los programas universales reducen la pobreza mientras que los focalizados la empeoran debido al juego político alrededor de los diferentes tipos de programas. La focalización actuaría como Robin Hood, que extrae dinero a los más afortunados económicamente para distribuirlo entre los más pobres. Estos ciudadanos afortunados pueden considerarse contribuidores netos del Estado de Bienestar, ya que pagan impuestos, pero no se benefician de las prestaciones, lo que a la larga puede socavar su apoyo al sistema y provocar que los programas sean menos generosos y, también, más fáciles de recortar.

			Aunque, los programas universales han sido criticados por producir el llamado «efecto Mateo»: «el rico se hace más rico y el pobre se hace más pobre», Korpi y Palme demostraron que los regímenes universalistas arrojan mejores resultados en la reducción de la pobreza. Los ciudadanos acostumbran a proporcionar más apoyo a los programas por los que pagan, pero de los que también se benefician y, en principio, cuando puede reunirse bajo las mismas instituciones del bienestar (por ejemplo, en el mismo aula niños ricos y pobres) a los más desfavorecidos con los afortunados, las cosas mejoran para ambos (KORPI y PALME, 1999), puesto que se produce una mayor presión por la calidad de los mismos. La vigencia de la paradoja de la redistribución ha sido recientemente confirmada por Jacques y Noël (2018) en un análisis que incluye veinte países de la OCDE.

			La evidencia también parece mostrar que las prestaciones para aquellos en edad de trabajar tienen un efecto redistributivo mayor que las que se dirigen a los jubilados (SAUNDERS, 2010). Aunque se ha demostrado que el gasto social destinado a prestaciones sociales para aquellos que están en edad de trabajar puede llegar a tener efectos redistributivos, incluso mayores que el crecimiento económico y el empleo (CASTLES, 2009), Hicks y Esping-Andersen (2005: 521) sostienen que lo que verdaderamente tiene efecto sobre la eliminación de la pobreza es que hombres y mujeres tengan trabajos estables y bien pagados, precisamente lo contrario de lo que observamos en la actualidad cuando parece consolidarse un nuevo grupo social, el denominado «precariado» (STANDING, 2014).

			Finalmente, distintos estudios han encontrado que el crecimiento del gasto social es compatible con el crecimiento económico e incluso puede coadyuvar al mismo (LINDERT, 2004), gracias por ejemplo a las externalidades positivas de determinadas políticas como la educación (MARES, 2003). Otros han obtenido resultados poco concluyentes acerca de la relación entre el incremento de impuestos o el tamaño de Estado, por un lado, y el crecimiento económico (MENDOZA Et al., 1994) o el empleo, por otro; ambos efectos se vinculan al diseño de las políticas y a factores de distinta naturaleza o a instituciones externas como la negociación salarial (MARES, 2010).

			
4. LOS NUEVOS DESAFÍOS DEL ESTADO DE BIENESTAR: NUEVOS RIESGOS SOCIALES, EL CALENTAMIENTO GLOBAL Y LA DIGITALIZACIÓN


			A los Estados de Bienestar actuales se les sigue pidiendo que sean capaces de afrontar viejos retos desatendidos y, a la vez, nuevos desafíos, los llamados Nuevos Riesgos Sociales (NRS). Con estos últimos se alude a los que se enfrentan las personas en la actualidad y «durante el curso de sus vidas como resultado de cambios económicos y sociales asociados con la transición a una sociedad postindustrial» (TAYLOR-GOOBY, 2004: 3).

			En las últimas décadas muchos Estados han tratado de responder a algunos de estos NRS: 1) la mayor participación de la mujer en el mercado laboral, que deja vacante el trabajo de cuidado; 2) las nuevas formas de familia; 3) el aumento del número de personas mayores que incrementan la necesidad de cuidados; 4) las nuevas demandas de personal cualificado que exige el mercado de trabajo y las consecuencias de no disponer de la cualificación necesaria, como el (des)empleo precario; 5) la privatización de los servicios públicos cuando no están bien regulados y sometidos a estándares rigurosos de calidad. Estos y otros cambios, como las crecientes olas migratorias o los que afectan a la estructura de clases, exigen nuevos planteamientos de las políticas sociales. Para ello se han puesto en marcha políticas como la de la atención a las personas dependientes o las políticas de género, de infancia o nuevas políticas regulatorias.

			Junto a los NRS, algunas megatendencias exigen también importantes esfuerzos para adaptar los sistemas de protección social (COMISIÓN EUROPEA, 2023). La globalización económica —en concreto, la nueva división internacional del trabajo que ha ocasionado la transferencia de buena parte de la actividad manufacturera a los países en vías de desarrollo— ha afectado de lleno al Estado de Bienestar. La creciente competencia amenaza la generosidad de los salarios y las prestaciones que reciben los trabajadores de los Estados de Bienestar, cuyas empresas tienen que competir con aquellas de los países en desarrollo que pueden ofrecer precios más baratos al prescindir de una parte importante de los derechos y costes sociales de sus trabajadores. El impacto de la globalización y la crisis ha sido mayor en empleos de poco valor añadido, donde los trabajadores solo disponían de competencias profesionales básicas. Estos trabajadores han tenido dificultades para reciclarse teniéndose que conformar con empleos de baja calidad y con carreras laborales inestables que no consiguen generar los suficientes derechos sociales para estar bien protegidos en épocas de desempleo.

			Otro de los más importantes cambios que la sociedad de todo el planeta ha percibido con más intensidad en los últimos años es el calentamiento global. Ello ha puesto sobre la mesa al menos dos grupos de preguntas (SCHOYEN y HVINDEN, 2017; GREENER, 2023): 1) si el Estado de Bienestar será capaz y cómo de afrontar las consecuencias sociales del cambio climático, por ejemplo, las grandes migraciones de personas cuyos países contribuyeron poco al calentamiento global, pero que hoy sufren sus consecuencias (lo que algunos han llamado la doble injusticia) o la pobreza energética de las familias que no pueden afrontar olas de intenso frío o calor (SENER, 2023); y 2) si las políticas de adaptación —para prepararse y hacer frente a los efectos actuales y futuros del cambio climático—, y de mitigación —para contener la concentración de gases efecto invernadero—, que pueden tener costes sociales, por ejemplo, en términos de empleo (algunos autores se han referido a estos efectos como la triple injusticia) serán aceptables por la ciudadanía y sostenibles, tanto desde un punto de vista financiero como ecológico.

			Un Estado Eco-Social debería lograr la contención de las emisiones de gases con efecto invernadero al mismo tiempo que proteger a sus ciudadanos contra la pobreza, la exclusión social y otros riesgos sociales (SCHOYEN y HVINDEN, 2017: 378). Desde un punto de vista global, la clave es el diseño de políticas mundiales con esa doble lógica sectorial, social y ecológica, que logren doblegar lo que Greener (2023: 94) llama la oligarquía postnacional opulenta, las grandes multinacionales, con modelos de negocio basados en la generación de demanda de los consumidores a través de la publicidad a gran escala.

			Desde un punto de vista micro y más práctico, una de las principales dificultades puede ser la intersectorialidad, es decir, la necesidad de diseñar políticas que combinen dos lógicas sectoriales, la social y la medioambiental, en las que las autoridades de distintas instituciones, por ejemplo, dos ministerios tengan que ponerse de acuerdo. Algunas políticas, tales como las de vivienda, las de salud pública para afrontar nuevas enfermedades, o las de formación profesional para reorientar los empleos de una economía basada en el carbón a otra con un perfil más verde, son claros objetivos para la combinación de esta doble perspectiva sectorial. Además, es muy probable que se deba pensar en instrumentos que hasta ahora se había aplicado escasamente en el ámbito de las políticas sociales como, por ejemplo, los seguros para proteger a los hogares y a sus habitantes que pueden sufrir inclemencias extremas del tiempo, como las inundaciones (SCHOYEN y HVINDEN, 2017; HIRVILAMMI y KOCH, 2020; JOHANSSON y KOCH, 2020).

			Como se explica en el capítulo dedicado a la protección por desempleo, la disrupción tecnológica supone ya un importante reto para los Estados de Bienestar debido principalmente a su impacto sobre el mercado laboral en términos de la polarización del empleo, con la desaparición de puestos de trabajo de nivel medio ocupados principalmente por la clase media y que están siendo sustituidos por robots y ordenadores (PALIER, 2019). Los nuevos puestos de trabajo creados son, por un lado, empleos bien remunerados en empresas y en sectores punteros (lo que algunos autores han denominado «empleos cerebro»), y, por otro, empleos en una serie de empresas de servicios (de reparto, transporte, hostelería, comercio minorista, logística, cuidados, servicios personales) muy mal remunerados, de corta duración, a tiempo parcial o precarios («empleos pésimos»). La clase media con deficiencias de formación corre el riesgo de desplazarse hacia esos empleos mal pagados que, además dan derecho a una protección social exigua (por ejemplo, a subsidios modestos y pensiones escasas). Ante esta situación, los gobiernos se encuentran en la necesidad de rediseñar sus políticas sociales y muchos de ellos han puesto en marcha sistemas de garantías de ingresos mínimos como una última red de protección social. Garritzmann et al. (2022) distingue entre cuatro escenarios de reforma del Estado de Bienestar en las nuevas economías del conocimiento: inversión social (orientadas a reforzar las capacidades de las personas y prevenir situaciones de riesgo); proteccionismo social (que tratan de reparar y compensar por los efectos negativos del sistema); liberalismo de mercado (implica un sistema de protección social de mínimos, subsidiario y residual); y estrategias de renta mínima (que implica desvincular el bienestar básico de las personas de su participación en el mercado laboral).

			
5. LA ORGANIZACIÓN Y GOBERNANZA DEL ESTADO DE BIENESTAR


			La cobertura de las necesidades sociales se ha realizado mediante fórmulas diversas de welfare mix, en las que varios actores (el sector público que puede organizarse en varios niveles de gobierno, el privado, el tercer sector y el denominado sector informal) han guardado equilibrios diferentes en función del tiempo y el lugar (SPICKER, 2008; BAEHLER y BAEHLER, 2023). Especialmente en Europa, el Estado asumió un papel protagonista desde finales del siglo XIX; y desde un punto de vista geográfico, el papel del mercado es en la actualidad mayor en el régimen anglosajón o en América Latina y Asia que en los países socialdemócratas.

			El welfare mix no es por lo tanto una fórmula nueva para cubrir las necesidades sociales de los ciudadanos. Sin embargo, lo cierto es que, en las últimas décadas, se discute de nuevo sobre la gobernanza del bienestar y, en particular, sobre qué combinación de actores públicos (diferentes niveles de gobierno) o privados es la más apropiada para atender a las mismas (FINN, 2020; HOGG, 2020). Países como Suecia comenzaron a buscar fórmulas alternativas para prestar servicios que habían sido tradicionalmente públicos y la socialdemocracia europea no se ha resistido a proporcionar servicios de titularidad pública pero producidos mediante fórmulas de colaboración público-privada que les permitían diferir el coste de las inversiones (GINGRICH, 2014). Asimismo, en algunos sectores, como los servicios sociales o el cuidado de los niños, la participación pública ha decrecido en los últimos años (GREVE, 2022).

			Quienes se oponen al Estado de Bienestar, pero reconocen la necesidad de que existan ciertos servicios de titularidad pública, cuestionan que estos servicios tengan que ser provistos directamente por el sector público. Desde un punto de vista conservador se argumenta que la más exigente clase media quiere tener la capacidad de elegir (por ejemplo, el tipo de educación para sus hijos) y que los servicios serán más baratos, funcionarán mejor y serán más innovadores si existe competencia. Ambas finalidades se alcanzan mejor, a su juicio, desde el sector privado. Otros alegan la incapacidad del Estado para asumir el despliegue de los servicios que le son exigidos y para financiarlos, por ejemplo, en situaciones de crisis, cuando las necesidades sociales se incrementan. En estas situaciones actores como el tercer sector, o lo que se ha llamado el sector informal (los vecinos de un barrio, por ejemplo) pueden jugar un papel importante proporcionando una gestión desburocratizada, localizada —que atienda a las peculiaridades del territorio—, y más participativa —contribuyendo a reforzar el sentido de comunidad y la responsabilidad social, que se habría perdido según algunos al dejar exclusivamente al Estado la cobertura de las necesidades sociales— (MOULAERT, 2013).

			Aunque es indudable que muchas de estas fórmulas de provisión de bienestar como complementarias al papel del Estado pueden tener sus ventajas, también han recibido críticas profundas relacionadas tanto con cuestiones prácticas, como con otras más sustantivas (PIERSON, 2006). Por ejemplo, el análisis de Gingrich (2014) sobre el welfare mix en educación, atención a las personas en situación de dependencia y sanidad en Reino Unido, Suecia y Holanda, destaca que la introducción de una lógica de mercado en estos sectores ha supuesto mejoras en algunos aspectos mientras que ha empeorado en relación a otros. Otros análisis han llamado la atención sobre los problemas derivados de aspectos como los siguientes: la informalidad en la prestación de los servicios; la falta de continuidad en los mismos; la arbitrariedad —en principio, mejor abordados los tres por la Administración estable e impersonal del Estado—; la peor calidad —debida a la falta de profesionalización del tercer sector—; el ahorro de costes en el sector privado en áreas tan sensibles como la sanidad; la inequidad que pueden producir las soluciones demasiado locales; la falacia de la libre elección, de modo que esta se limite solo a los más afortunados económicamente, mientras que los servicios públicos mal dotados o escasamente financiados se queden para los que no pueden elegir por disponer de menos recursos económicos o sociales; el gran esfuerzo regulador, de inspección y evaluación que debe hacer el Estado para evitar que se priorice el beneficio empresarial sobre la respuesta a las necesidades sociales; por último, entre otras muchas críticas, se señala el alto riesgo de reproducción de las desigualdades derivadas de la familia donde se nace, si no existe ningún mecanismo que garantice la igualdad de oportunidades.

			En parte, el reto de la sostenibilidad del Estado de Bienestar guarda relación con los temas que se vienen discutiendo en este apartado. Glennester (2010) se pregunta por la sostenibilidad político-administrativa del sistema y hasta qué punto las estructuras burocráticas del bienestar serán capaces de adaptarse a las expectativas de los consumidores, así como en qué medida las reformas que se realicen, entre ellas el copago o la privatización, tendrán efectos sobre la eficiencia, la eficacia o cambiarán la fisonomía del Estado de Bienestar y, en último término, el apoyo de los ciudadanos.

			Si el apoyo a los ciudadanos se debilita, la sostenibilidad fiscal puede tambalearse, haciendo que sea cada vez más difícil extraer recursos de las rentas del trabajo en un momento en el cual el capital encuentra fórmulas de eludir la presión fiscal gracias a la globalización económica, como se verá en el capítulo dedicado a la política fiscal. Si los recursos son insuficientes para mantener un sistema que interese a las clases medias, también puede debilitarse lo que Glennester denomina la sostenibilidad moral, relacionada con la capacidad de los gobiernos de retener un compromiso de la clase media con los más desfavorecidos, aunque sea por razones egoístas para tratar de evitar los efectos negativos de la desigualdad en la sociedad en su conjunto, como han recordado Wilkinson y Pickett (2009), Esping-Andersen y Myles (2009), Stiglitz (2013) y el excepcional trabajo de Atkinson (2015).

			Por lo que se refiere a la gobernanza territorial del Estado de Bienestar, entre los años setenta del siglo XX y hasta antes de la Gran Recesión, las ventajas de la participación de los gobiernos subnacionales en las políticas sociales parecían superar a los posibles inconvenientes y, por ello, en la gran mayoría de países las políticas sociales se descentralizaron. Los gobiernos subnacionales, regiones y municipios se encuentran en primera línea atendiendo las demandas de los ciudadanos y, en principio, pueden responder de forma más ágil y eficaz a las necesidades urgentes de proximidad derivadas de una crisis, como, por ejemplo, las personas sin hogar o la primera atención a los inmigrantes a su llegada a una ciudad.

			Sin embargo, las sucesivas crisis del siglo XXI han hecho que los argumentos en contra de las políticas descentralizadoras ganaran cierta fuerza, pudiéndose identificar experiencias de recentralización en distintos lugares del planeta (OCDE, 2020: 54). Se esgrimió que la descentralización podría estar poniendo en peligro la igualdad de acceso a determinados servicios o recursos básicos debido a distintas razones, como la deficiente capacidad de algunos gobiernos locales o su insensibilidad con las demandas sociales; también se argumentaron razones de eficiencia económica de modo que las medidas de austeridad promovidas por instituciones supranacionales, como la UE en Europa o el Fondo Monetario Internacional en Latinoamérica, obligaron a los gobiernos centrales de los países a recentralizar las políticas sociales (recuérdese que el gasto social es el mayor gasto de los Estados) con el fin de cumplir los objetivos de equilibrio financiero (DEL PINO, HERNÁNDEZ y MORENO, 2022).

			
6. EL NUEVO PARADIGMA DE POLÍTICA SOCIAL: EL ESTADO ORIENTADO A LA INVERSIÓN SOCIAL


			El enfoque del «social investment» (que podría traducirse por «Estado orientado a la inversión social») parece encaminar buena parte de las políticas sociales de los últimos años en la UE y otros países (HEMERIJCK, 2023). Este enfoque ganó impulso gracias a la publicación del libro editado por Esping-Andersen (2002), ¿Por qué necesitamos un Nuevo Estado de Bienestar?, que le fue encargado por la presidencia de la UE. En 2013, la Comisión Europea lanzó el «Social Investment Package for Growth and Social Cohesion» con un llamamiento a los países miembros para que recogieran sus recomendaciones. Diez años después, la Comisión ha publicado un nuevo informe que explora el impacto de los cambios globales en los sistemas de protección social, sugiriendo diferentes políticas para que el Estado Bienestar pueda cumplir sus funciones de regulador del mercado de trabajo, protección e inversión social (Tabla I.2).

			Esta propuesta sugiere el fortalecimiento de las capacidades de los individuos y la creación de oportunidades para su desarrollo a lo largo de su vida mediante políticas como la educación infantil temprana y educación de los jóvenes, las políticas de familia y la conciliación familiar de mujeres y varones, la inversión en políticas de formación profesional a lo largo de la vida y las políticas activas de empleo, la negociación colectiva y políticas que garanticen salarios e ingresos mínimos, la inversión en salud pública preventiva, el envejecimiento activo y las políticas que prolonguen la vida autónoma de las personas mayores y las políticas fiscales justas (COMISIÓN EUROPEA, 2023). Se trata de políticas que superen la lógica compensatoria o reparadora de las políticas sociales tradicionales, como, por ejemplo, la protección por desempleo.

			Este nuevo paradigma asume que estas inversiones tendrán dos claros dividendos (HEMERIJCK, 2023: 235; COMISIÓN EUROPEA, 2023). A nivel micro (individuos y hogares) se espera que las inversiones sociales, desde la primera infancia, mejoran el bienestar material del hogar (a través de más empleo e ingresos) y ayudan a mitigar los riesgos que una persona puede tener que afrontar a lo largo de su vida mediante más oportunidades educativas que faciliten la adquisición de competencias y las posibles transiciones en el mercado laboral. Desde un punto de vista macro, este enfoque considera que se producen importantes beneficios sociales acumulativos: el incremento del empleo, la mejora de la productividad, la reducción de la brecha de género, la disminución de la pobreza, la prolongación de las carreras profesionales y el retraso de la jubilación. Ello implicaría, no solo la disminución del gasto social «reparador», sino también un posible crecimiento económico y la sostenibilidad fiscal del Estado de Bienestar.

			TABLA I.2

			Veintiuna Recomendaciones Estratégicas para el Futuro de la Protección Social y el Estado de Bienestar en la UE (2023)

			
				
					
					
				
				
					
							
							A.

						
							
							Empezar la vida con fuerza

						
					

					
							
							1.

						
							
							Educación y atención a la primera infancia asequibles.

						
					

					
							
							2.

						
							
							Ayudas a la renta y servicios para prevenir la pobreza infantil.

						
					

					
							
							3.

						
							
							Prestaciones para poder fundar una familia.

						
					

					
							
							4.

						
							
							Empleos de alta calidad para los jóvenes, complementados con ayudas económicas para la educación y la formación.

						
					

					
							
							B.

						
							
							Garantizar una protección social inclusiva y el aprendizaje permanente

						
					

					
							
							5.

						
							
							Acceso a la protección social para todas las personas con empleo, independientemente de su situación.

						
					

					
							
							6.

						
							
							Alta calidad del trabajo a lo largo de toda la vida laboral.

						
					

					
							
							7.

						
							
							Oportunidades de mejora y reciclaje profesional para las transiciones digital y ecológica.

						
					

					
							
							8.

						
							
							Inclusión de los inmigrantes mediante políticas sociales y del mercado laboral.

						
					

					
							
							9.

						
							
							Planes de mantenimiento del empleo para todos con el fin de proteger los ingresos, los puestos de trabajo y las cualificaciones durante las crisis.

						
					

					
							
							C.

						
							
							Apoyar unos ingresos adecuados y una asistencia de calidad en la vejez

						
					

					
							
							10.

						
							
							Jornada laboral flexible y lugares de trabajo adaptados para carreras más largas con buena salud.

						
					

					
							
							11.

						
							
							Oportunidad para todos de disfrutar una pensión adecuada y prestaciones mínimas decentes para combatir la pobreza en la vejez.

						
					

					
							
							12.

						
							
							Los períodos en los que el trabajador debe cuidar de hijos o personas mayores deben computarse a efectos de pensiones.

						
					

					
							
							13.

						
							
							Servicios de cuidados de larga duración asequibles y de alta calidad.

						
					

					
							
							D.

						
							
							Promover servicios inclusivos y de alta calidad

						
					

					
							
							14.

						
							
							Viviendas asequibles, energéticamente eficientes y de diseño universal.

						
					

					
							
							15.

						
							
							Transporte público energéticamente eficiente y accesible para todos.

						
					

					
							
							16.

						
							
							Servicios sociales inclusivos y de alta calidad, con una mayor participación de organizaciones sin ánimo de lucro y de la economía social.

						
					

					
							
							E.

						
							
							Garantizar una financiación sostenible para un Estado de Bienestar resistente

						
					

					
							
							17.

						
							
							Ampliación de la base imponible mediante la imposición progresiva sobre la renta, el consumo, el capital, el carbono y la energía.

						
					

					
							
							18.

						
							
							Considerar tipos impositivos mínimos sobre el capital a escala de la UE.

						
					

					
							
							19.

						
							
							Asegurar la protección social y, en particular, las inversiones sociales mediante una «regla de oro» que debe permitir el endeudamiento para inversión social.

						
					

					
							
							F.

						
							
							Reforzar la capacidad de la UE para garantizar la protección social en el futuro

						
					

					
							
							20.

						
							
							Iniciativas legislativas de la UE para cumplir todos los principios del Pilar Europeo de Derechos Sociales y garantizar una aplicación coherente en toda la Unión.

						
					

					
							
							21.

						
							
							Paquete mínimo de derechos sociales, basado en el Pilar Europeo de Derechos Sociales, garantizados a nivel nacional.

						
					

				
			

			FUENTE: COMISIÓN EUROPEA (2023).

			Estas ideas han recibido críticas, pero algunos análisis han demostrado un efecto positivo de las políticas de inversión social (HEMERIJCK, 2015, para un resumen de las principales críticas véase HEMERIJCK y MATSAGANIS, 2023). Según algunos, la propuesta se acomoda a la lógica neoliberal al insistir en la inversión en capital humano; para otros, por ejemplo, las políticas activas de empleo suponen mayor gasto y control social de los parados; también se argumenta que implica una instrumentación de las políticas de género. Probablemente, entre las críticas, la más importante es la de quienes manifiestan su temor a que el énfasis en la prevención deje de lado la «reparación» de los que ya están en situación crítica. Sin embargo, un análisis llevado a cabo en dieciocho países desmiente esta sospecha (NOËL, 2020).

			En todo caso, Hemerijck (2015, 2017) propone invertir en tres grupos de políticas interdependientes: con el fin de asegurar el flujo (flows) del mercado laboral (activación y políticas que faciliten las transiciones de mercado de trabajo); para mantener los stocks debe apostarse por la formación del capital humano y para garantizar la protección de ingresos; y, por último, para la estabilidad económica se necesitan elementos «amortiguadores» (buffers), lo que requiere fuertes redes de seguridad mediante una sólida política de protección y, en particular, programas de ingresos mínimos universales que garanticen un mínimo vital.

			Recientemente, Garritzmann et al. (2023) han distinguido entre nueve tipos de inversión social de acuerdo con las que consideran sus dos dimensiones más importantes: funciones (creación, movilización y preservación de las capacidades para participar en el mercado laboral) y perfiles distributivos (focalizada, o lo que es lo mismo, se proporcionan recursos según la situación de necesidad; estratificada, proveyendo derechos y servicios sociales a un conjunto limitado de beneficiarios potenciales, a menudo de las clases media o media-alta; o inclusiva, es decir, se diseñan y financian de forma que proporcionen derechos y prestaciones a todo el mundo).

			No todos los países europeos se encuentran en el mismo punto respecto a la implementación del paradigma de la inversión social. Al menos pueden encontrarse cinco grupos de países europeos según sus trayectorias: los países «vanguardistas» del Norte de Europa, los «pioneros», entre ellos, Reino Unido y Países Bajos, los «rezagados», como Alemania y España, los «recién llegados» de la periferia oriental de la UE, y los «inmovilistas», como Francia e Italia (HEMERIJCK y RONCHI, 2023).

			Finalmente, algunos estudios sobre los efectos de este tipo de políticas antes y después de la crisis de 2008 con datos a nivel agregado, demuestran que los países que contaban con políticas de este tipo han resistido mejor en términos de competitividad e inclusión social (HEMERIJCK, 2017).

			
VI. APORTACIONES PRINCIPALES DE ESTE LIBRO

			El libro consta de dos partes. La primera analiza las transformaciones de los cuatro regímenes de bienestar que agrupan a la mayoría de los países europeos y de América del Norte. Además, estudia el régimen de bienestar postcomunista, el denominado Modelo Social Europeo y los sistemas de protección social de América Latina, Asia y África. La segunda parte aborda los diferentes sectores de política social. Tanto respecto a los regímenes como a las diferentes políticas, los autores analizan sus características más relevantes y estudian sus principales trayectorias de cambio en los últimos cincuenta años; en concreto, los desafíos que han tenido que afrontar, la forma en que han respondido a los mismos, junto con las razones y condicionantes tanto de su capacidad de cambio como del contenido de este, siempre desde una perspectiva comparada. Además, esta tercera edición se ocupa de las consecuencias de la sucesión de crisis ocurridas en las dos primeras décadas del siglo XXI, la Gran Recesión que se inició en 2008 y la pandemia de la COVID-19.

			En el capítulo II, dedicado a Régimen de Bienestar Continental, Mario Kölling mantiene que las reformas ya sean de recorte, expansión o reestructuración, han sido transversales a todos los países del grupo, por lo que se siguen observando similitudes entre ellos. Algunos de los cambios han desdibujado sus rasgos distintivos. El desarrollo de las políticas de familias (prestaciones económicas y de servicios) cuestiona la clasificación de este régimen como un modelo familista; también se han implementado pensiones básicas para responder al riesgo de pobreza. Por otra parte, los recortes del gasto en políticas sociales, como desempleo o pensiones de jubilación, han disminuido la capacidad protectora de los Estados de Bienestar conservadores, como se puso de manifiesto al inicio de la pandemia. Kölling sugiere que la persistente «dualización» entre insiders y outsiders es un estímulo potencial para el apoyo electoral de los partidos de derecha radical.

			El capítulo III de Colino y Del Pino sobre los Regímenes de Bienestar Liberales, muestra que las dos crisis recientes han puesto de manifiesto algunas debilidades específicas de estos sistemas que han requerido la intervención estatal e innovaciones de políticas pública. La privatización de la sanidad, la erosión de las pensiones públicas o la escasez de las prestaciones produjeron mayor pobreza y desigualdad relativa que en otros regímenes, el surgimiento de fenómenos como el chovinismo de bienestar y problemas como la falta de integración de la inmigración. Sin embargo, en los últimos años, se identifican nuevas iniciativas y la expansión de las políticas de lucha contra la pobreza infantil, la educación y los cuidados infantiles, las políticas dirigidas a las familias, el establecimiento y aumento de salarios mínimos y dignos o la creciente universalización de la sanidad en Estados Unidos. Aunque algunas de estas medidas han surgido como respuesta provisional a la crisis de la pandemia, otras parecen estar en vías de consolidación, lo que puede suponer una cierta convergencia de estos regímenes de bienestar con otros caracterizados por políticas sociales más equitativas y sociedades más justas.

			En el capítulo IV, M.ª Josefa Rubio Lara mantiene que los Estados de Bienestar nórdicos, sobre todo Suecia, se han distanciado de los rasgos clásicos y niveles de igualdad de otras épocas. La financiarización de la economía y la consolidación fiscal crearon un nuevo contexto económico desde los años noventa del siglo XX que les ha permitido mantener índices de desempleo por debajo de la zona euro y reducidos déficits o incluso superávits; paralelamente la protección social se ha hecho más dependiente del mercado. Los cambios también han afectado a otros factores, como los recursos de poder. Entre ellos, desde los dos últimos decenios aproximadamente, los partidos antiinmigración se han consolidado en los cuatro países y han formado o forman parte de sus gobiernos, así el chovinismo del bienestar entró en el debate político. El Régimen de Bienestar Nórdico ha revisado su característico universalismo. Sin embargo, los resultados hay que valorarlos con cautelas, pues estos permiten tenerlos como modernos Estados de Inversión Social que conviven con la protección de los viejos riesgos sociales.

			En el capítulo V sobre el Régimen de Bienestar Mediterráneo, Pau Marí-Klose y Luis Moreno plantean la repercusión de los cambios sociodemográficos, la postindustrialización de las últimas décadas y más recientemente la crisis del papel de la familia como proveedora del bienestar, uno de los elementos que definieron al régimen de bienestar mediterráneo. Los autores mantienen que las posibilidades de desarrollo de las políticas sociales se vieron frustradas por la Gran Recesión y la consecuente remercantilización de prestaciones; además, la contención del gasto social persistió tras la recuperación económica debido a los elevados niveles de deuda pública. Con todo, en Grecia, Italia y España se han introducido nuevos programas de rentas mínimas dirigidos a los grupos más vulnerables para mejorar la protección contra la pobreza.

			Ricard Gomà estudia en el capítulo VI la heterogénea trayectoria de los países postcomunistas que pasaron a ser miembros de la UE entre 2004 y 2007 en un contexto económico caracterizado por el predominio de las directrices neoliberales. Estos países se han aproximado al modelo del Régimen Conservador, pero su convergencia en materia de gasto social ya sea de la política sanitaria o educativa, por ejemplo, permanece alejada de la UE-15. Sin embargo, la República Checa y Eslovenia se sitúan en niveles bajos de desigualdad y pobreza. Esta «paradoja centroeuropea», según el autor, está más relacionada con indicadores socioeconómicos que con la potencial redistribución de la política social. En realidad, los países pueden agruparse en cuatro configuraciones de regímenes de bienestar. En un extremo se situarían los dos países mencionados mientras que en el extremo opuesto se ubicarían, por un lado, Estonia, Letonia y Lituania y, por otro Bulgaria y Rumanía, caracterizados por modelos de bienestar residual y elevada desigualdad.

			En el capítulo VII, David Luque Balbona, Sergio González Begega y Ana M. Guillén exponen el significado del Modelo Social Europeo (MSE) como rasgo de la UE que la diferencia de otras integraciones económicas. Los autores analizan el cambio de dirección de la UE desencadenado a raíz de las sucesivas crisis desde el primer decenio del siglo XXI. Mientras que la UE respondió a la Gran Recesión con las políticas de austeridad fiscal que indujeron a prolongar la crisis, el aprendizaje de esta experiencia la llevó a cambiar de táctica ante las consecuencias económicas de la crisis pandémica; de forma que a la estrategia «del palo» le siguió la «de la zanahoria». La UE ha aprobado diferentes instrumentos de ayuda, el denominado Next Generation EU (2020), que será financiado con deuda pública, se dotó con 750.000 millones de euros. Este cambio de dirección induce a los autores a mantener la necesidad de que el MSE deje de supeditarse a la integración económica a fin de que sea un elemento de legitimación de la UE.

			En el capítulo VIII, Gibrán Cruz-Martínez, Luis Vargas-Faulbaum y Juan Jacobo Velasco tratan sobre los Estados de Bienestar en América Latina. La expresión «Estado de Bienestar» la utilizan como un modelo ideal debido, sobre todo, al desarrollo incipiente de las políticas de bienestar en algunos países de la región. Los autores plantean dudas respecto a la influencia de factores políticos como impulso de las políticas sociales. Por ejemplo, en la primera década del siglo XXI se amplió la cobertura y generosidad de las prestaciones asistenciales lo que coincidió con una etapa de crecimiento económico y de gobiernos de izquierda o centro izquierda. Pero, desde una perspectiva comparada, este último factor no fue suficiente para explicar la expansión de las políticas sociales. En cuanto a los futuros retos, se apunta, entre otros, a que las sociedades latinoamericanas dejarán de ser «jóvenes» en las próximas décadas y tendrán que hacer frente al envejecimiento demográfico.

			El capítulo IX se dedica a la política de bienestar en los países asiáticos a cargo de Manuel Sánchez de Dios. Este capítulo estudia tanto los casos de países con Estados de Bienestar desarrollados —en concreto, Japón, Taiwán y Corea del Sur— como el de los países con políticas sociales embrionarias —por ejemplo, Pakistán o India—. Esta gran diversidad no es un obstáculo para el autor que logra sistematizar las políticas sociales de las que parten y retos a los que se enfrentan cada uno de los países. Del análisis se concluye que, si bien la mayoría de la población asiática carece de seguridad social y de protección asistencial, las políticas sociales han pasado a formar parte de las agendas de los gobiernos; asimismo se defiende la implementación de programas de cobertura universal cuya necesidad ha puesto más de relieve las consecuencias de la COVID-19.

			Jorge Hernández-Moreno se ocupa del bienestar en África en el capítulo X donde habita la mayor proporción de personas con mayores necesidades y sin ningún tipo de protección social. Por encima de las diferencias, los países africanos comparten características comunes respecto a la protección social que permite agruparlos en dos categorías a efectos de analizarlos desde una perspectiva comparada. Los denominadores comunes de la provisión de bienestar son: su carácter clientelar, la escasa intervención del Estado y la importante intervención de las comunidades religiosas. El capítulo destaca el punto de inflexión que ha supuesto la COVID-19 para el impulso de reformas sociales en los países que contaban con legados previos de protección, como Sudáfrica, Marruecos y Egipto.

			El capítulo XI inicia la segunda parte del libro dedicada a las políticas sociales. En él, Francisco Javier Moreno-Fuentes se ocupa de los retos de política sanitaria, de los modelos sanitarios y de los diferentes tipos de reformas, entre otros contenidos. El autor reserva un lugar destacado a los impactos de la COVID-19 sobre los sistemas sanitarios que vinieron a añadirse a las consecuencias provocadas por la política de austeridad de la crisis económica de 2008. Las evidencias acumuladas de la experiencia pandémica le inducen a tipificar las herramientas que mejorarían la eficiencia de los sistemas públicos de salud, los cuales, según el autor, necesariamente tienen que reforzarse para garantizar la protección sanitaria universal y ser instrumentos tanto de cohesión social como territorial.

			El capítulo XII se dedica al proceso de reforma de las pensiones de jubilación en los Estados miembros de la Unión Europea emprendido alrededor de los años noventa del siglo XX. Según M.ª Josefa Rubio Lara, salvo los casos excepcionales de reversión del sistema de capitalización implantados tras la crisis económica de 2008, el catálogo de instrumentos de ajustes ha permanecido invariables desde entonces hasta la actualidad. También el objetivo de las reformas ha sido el mismo: contener o reducir el gasto. De acuerdo con los estudios de prospectivas y teniendo en cuenta las reformas previstas, la sostenibilidad a medio plazo de las pensiones podrá conseguirse. Una cuestión abierta es si en el futuro el sistema público de pensiones será capaz de cumplir la doble función de prevenir la pobreza y mantener el estatus ante el riesgo de la vejez.

			En el capítulo XIII, Juan A. Ramos y Eloísa del Pino analizan la evolución de la política de protección de desempleo en los países occidentales, sus determinantes, efectos sobre el desempleo y retos futuros. Pueden identificarse pautas convergentes entre los países, como la tendencia a disminuir la generosidad de las prestaciones, incrementar la condicionalidad de estas e incluir mecanismos de activación. Sin embargo, también persiste una gran diversidad e innovación en cuanto a los objetivos que los gobiernos persiguen y a los instrumentos que usan, en parte motivados por los grandes desafíos del entorno, como la pandemia o la digitalización.

			En el capítulo XIV, dedicado a los Cuidados de Larga Duración (CLD), Gregorio Rodríguez Cabrero y Vicente Marbán sostienen que estos forman parte de un nuevo paradigma que entiende los cuidados de una manera poliédrica en tanto en cuanto personas de todas las edades que se encuentren en situaciones con autonomía funcional limitada para su vida cotidiana pueden convertirse en usuarios con el objetivo de «prevenir su carencia y promover la autonomía personal». Los autores exponen de forma pormenorizada la diversidad de modelos de CLD que existen en los Estados miembros de la UE y la evolución que han seguido según los diferentes regímenes de bienestar. Entre los debates recientes se señalan los que afectan: al Modelo de Atención Integral Centrada en la Persona, cuyo eje es la autonomía; a la gobernanza, puesto que en la actualidad intervienen una pluralidad de actores públicos y privado; a la calidad de los profesionales de los CLD; y a la sostenibilidad y centralidad de los cuidados informales.

			En el capítulo XV, Miquel Ángel Alegre y Joan Subirats plantean las diferentes configuraciones de los regímenes educativos en los Estados miembros de la UE de acuerdo con las variables que se relacionan con la influencia sobre la igualdad de oportunidades, la cual es esencial para contrarrestar las desigualdades socioeconómicas del alumnado. Los autores sostienen que no hay una correlación evidente entre los diferentes regímenes educativos y el nivel de desigualdad educativa, aunque tampoco niegan algunas relaciones, por ejemplo, la existente entre los regímenes más comprensivos y una menor segregación educativa. Según los datos que utilizan, las desigualdades educativas son consecuencia, sobre todo, del nivel de aprendizaje, de la segregación escolar y del abandono prematuro de los estudios; de ahí que hagan hincapié en las políticas específicas para responder a estos tres retos.

			Las políticas de familia y género son abordadas por Olga Salido y Margarita León en el capítulo XVI. Las autoras mantienen que su diseño ha estado influido por las tendencias demográficas y la aparición de nuevos riesgos sociales. Sin embargo, esta política, según Salido y León, exige un cambio de tercer grado que implique una redefinición del marco normativo de la familia. La pérdida de empleo de las mujeres por las mayores dificultades para conciliar la vida laboral y familiar tras el estallido de la pandemia proporciona evidencia para utilizar un enfoque «sensible al género».

			En el capítulo XVII, Manuel Aguilar Hendrickson analiza la evolución de los servicios sociales a los que define como un blanco en movimiento debido al intento que desde estos se hace para responder a las transformaciones económicas y sociales, las ideas cambiantes sobre políticas sociales y otros cambios institucionales que terminan afectando a este complejo sector de política pública. Además, las transformaciones parecen ser más complejas en unos regímenes de bienestar que en otros, donde los servicios sociales se encuentran más consolidados.

			La política contra la pobreza se aborda en el capítulo XVIII por Pau Marí-Klose y Marga Marí-Klose, quienes confirman que, a pesar de la reducción de la pobreza que afecta a ciertos colectivos, esta persiste en los países ricos y alcanza diversos grados de intensidad en función de los regímenes de bienestar. Según diferentes estudios, los autores destacan que la Gran Recesión agravó las tendencias de pobreza observadas en años anteriores. Tras la recuperación, la vuelta a los niveles de empleo mejoró la tasa de pobreza, pero siguió permaneciendo por encima de los niveles de 2008.

			Finalmente, el capítulo XIX se ocupa de la política fiscal, una política central del Estado de Bienestar, porque condiciona al resto de las políticas públicas. José Manuel Díaz Pulido, Fco. Javier Loscos y Jesús Ruiz-Huerta Carbonell analizan el contenido y resultados de las reformas basadas en la economía de la oferta, implantadas en los años ochenta y noventa del siglo XX. Asimismo, plantean la inadecuación de las medidas de austeridad, adoptadas después de la Gran Recesión, para la recuperación de la actividad económica, lo que condujo —tras la crisis pandémica y la invasión de Ucrania— a la revisión de las políticas de sostenimiento de la demanda. Los autores defienden que, ante los riesgos planteados por la economía digital, el cambio climático y la garantía de los derechos sociales, es necesario compatibilizar la consolidación fiscal con las inversiones favorecedoras del crecimiento económico sostenible y para ello es imprescindible la coordinación fiscal en el ámbito internacional.
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